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Medellín, dieciocho (18) de agosto de dos mil veintidós 2022 

Proceso  DECLARATIVO SIMULACIÓN ABSOLUTA 

Radicado  05360 31 03 002 2017 00185 02 

Demandante  JOSE ISRAEL ESPINOSA HERNÁNDEZ (cesionario 
CARLOS EDUARDO CARDONA CASTAÑEDA) 

Demandado  FABIOLA GONZÁLEZ, MARISOL, JULIO CESAR Y 
JIMMY ÁLVARO ESPINOSA GONZÁLEZ 

Juzgado Origen SEGUNDO CIVIL CIRCUITO ITAGÜÍ 

  
Decide la Sala la apelación de la sentencia en el proceso de la 
referencia. 
 

1. ANTECEDENTES. 
  
1.1 DEMANDA1. 
 
Pretende el demandante se declare la simulación absoluta de las 
ventas contenidas en las Escrituras Públicas No 88, 89 y 90 del 25 de 
enero de 2017 de la Notaría 23 de Medellín; subsidiariamente, se 
declare la nulidad absoluta y, en su defecto, se declare la lesión 
enorme de tales negocios jurídicos. 
 
Expuso que el demandante y la demandada Fabiola González 
contrajeron matrimonio en 1961, el cual culminó por cesación de los 
efectos civiles de matrimonio religioso según sentencia del 9 de 
marzo de 2017, proferida por el Juzgado Primero de Familia de Itagüí 
y, que la liquidación de la sociedad conyugal se encuentra en trámite 
en el mismo despacho. 
 
Refirió que los inmuebles ubicados en la Carrera 46 # 46 – 69 
apartamentos 101, 201, 202, 301, 302, 401, 402 y local de la Carrera 
46 # 46 – 65, hacían parte de la sociedad conyugal, figurando como 
propietaria Fabiola González y; que, iniciado el proceso de cesación 
de efectos civiles de matrimonio religioso, la señora González 
traspasó a título de venta los bienes a sus hijos Marisol, Julio Cesar y 
Jimmy Álvaro Espinosa González por los precios que constan en las 
escrituras públicas. 
 
Aseguró que las ventas están afectadas por simulación absoluta, pues 
la intención no fue realmente vender sino evitar que los bienes 
hicieran parte de la liquidación de la sociedad conyugal; para ello 
advierte indicios tales como la relación de parentesco, la celebración 
de la compraventa luego de iniciado el proceso de divorcio, el precio 
exiguo, la ausencia de prueba del pago, la celebración de las ventas 
en un mismo día, la enajenación casi total del patrimonio de la 
vendedora, la falta de capacidad económica de los compradores, pues 
Marisol no labora ni percibe sueldo y Julio Cesar es un trabajador de 

                                        
1 Ver ruta EXPEDIENTE DIGITALIZADO COMPLETO / cuadrno 1 principal 2017 185 / páginas 10 a 42. La 
reforma en las páginas 648 a 716. 
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la construcción que solo devenga para subsistir y, la permanencia de 
Fabiola González, quien continúa viviendo en uno de los inmuebles; 
además, indicó que los bienes producen renta mensual o frutos. 
 
Añadió que, de no configurarse la simulación, puede tratarse de una 
donación absolutamente nula por no cumplirse el requisito de la 
insinuación o, al menos, la venta estaría afectada por lesión enorme, 
porque el precio estipulado es inferior al 50% del precio comercial o 
real de cada uno de los inmuebles. 
 
1.2 CONTESTACIÓN2. 
 
Los demandados contestaron la demanda en términos similares, 
reconocieron como cierto que José Israel y Fabiola se casaron el 13 
de agosto de 1961, matrimonio debidamente registrado, cuyos 
efectos civiles terminaron por sentencia judicial del 9 de marzo de 
2017; que los inmuebles que son objeto del proceso fueron 
adquiridos por Fabiola durante la existencia de dicha sociedad 
conyugal y; que mediante escrituras públicas 88, 89 y 90 del 25 de 
enero de 2017, los vendió a sus hijos Marisol, Julio César y Jimmy 
Álvaro. 
 
También en común, sostuvieron que las ventas fueron ciertas, reales 
y legales; que se realizaron antes de la disolución de la sociedad 
conyugal, por lo que obedecen a la administración libre y autónoma 
de los bienes por parte de la vendedora, toda vez que se realizaron 
antes de la notificación del divorcio; que dicha negociación antecedió 
en mucho la fecha de las escrituras públicas, pues se había 
proyectado desde enero y se ejecutó en octubre de 2016, fecha en 
que se contrató al apoderado con tal fin y se radicó la documentación 
en la notaría, pero los trámites se demoraron por la falta de paz y 
salvo de impuesto predial que incluso motivó una tutela y; que el 
precio fue acordado libremente en virtud de la autonomía de la 
voluntad y su pago fue en efectivo y mediante transferencias 
bancarias. Además, los compradores demandados indicaron que solo 
se obtienen frutos de los apartamentos 202, 301, 302, 401 y 402. 
 
Individualmente, cada uno de los demandados manifestó las 
siguientes circunstancias fácticas relevantes: 
 
MARISOL ESPINOSA sostuvo que es ama de casa y compró para 
invertir sus ahorros en propiedad raíz, los cuales provienen de sus 
hermanos y del padre de su hija.  
 
JIMMY ÁLVARO ESPINOSA GONZÁLEZ sostuvo que ha laborado y 
ahorrado toda la vida para invertir, que Julio César Espinosa 
González es oficial de construcción y de su labor ahorró para la 
compraventa y, que Hidal Espinosa y Gloria Patricia Giraldo han 
                                        
2 Ibid. páginas 338-352 (Marisol), 368-380 (Jimmy), 406-420 (Fabiola) y 546-558 (Julio César). 
Contestación reforma a la demanda páginas 724-746 (Fabiola) y 764-784 (Marisol, Jimmy y Julio César) 
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recibido dineros de parte de Eulises Espinosa González con el fin de 
contribuir económicamente en la adquisición de vivienda por parte 
de los compradores, de tal forma que por intermedio de ellas se le 
entregaron a la vendedora de contado $126’647.740. 
 
FABIOLA GONZÁLEZ sostuvo que la compraventa fue consentida por 
el demandante, con quien se acordó la forma de pago y el precio en 
atención al parentesco y capacidad económica de los compradores, 
con el propósito de que los cónyuges viajaran a Estados Unidos una 
vez firmadas las escrituras públicas en diciembre de 2016; que tan 
consciente era de ello el demandante, que en la demanda de divorcio 
no pidió medidas sobre los inmuebles vendidos y, que durante el 
matrimonio hubo otros inmuebles que se vendieron y solo él los 
disfrutó.  
 
A modo de defensa, la parte demandada se opuso a la prosperidad de 
las acciones promovidas negando sus presupuestos. Así, 
manifestaron inexistencia de simulación, ausencia de los elementos 
legales de la acción de simulación, inexistencia de donación e 
inexistencia de nulidad absoluta, aduciendo que la venta fue real y que 
no hay causal que la invalide y; oponiéndose a su procedencia 
sostuvieron incompatibilidad de la nulidad absoluta y la simulación 
absoluta. 
  
Con el mismo propósito, excepcionaron mala fe del demandante y 
buena fe de los demandados, porque el actor conocía de las 
negociaciones y había convenido con los demandados la 
compraventa con el propósito del viaje al exterior de los esposos; 
falta de legitimación en la causa por activa para promover la lesión 
enorme y la simulación, porque la primera solo la pueden pedir los 
contratantes y el accionante no lo fue y, la segunda quien hubiere 
sufrido un perjuicio y en este caso no lo hubo porque la acción se 
instauró sin estar disuelta la sociedad conyugal e; inexistencia de 
frutos civiles en favor del demandante, porque solicitó el producto de 
una cosa que no es de su propiedad. 
 
1.3 PRIMERA INSTANCIA3. 
 
Mediante sentencia proferida el 8 de noviembre de 2018, el juzgado 
de origen desestimó las pretensiones de simulación y nulidad 
absoluta y acogió la pretensión de lesión enorme en los 3 contratos 
de compraventa referidos, disponiendo que los compradores 
podrían completar el justo precio en el término de 20 días, so pena 
de rescisión que implique restituciones mutuas, pago de frutos y la 
cancelación de las escrituras. 
 
El juzgador de origen comenzó por referir jurisprudencia de la Sala 
de Casación Civil para concluir que, en virtud de su condición de 
                                        
3 Ver ruta EXPEDIENTE DIGITALIZADO COMPLETO / cuadrno 1 principal 2017 185 / páginas 888 a 892. 
El video de la audiencia en carpeta cd folio 432 cua 1 /  2017-00185 Fallo20181108144938. 
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tercero relativo, como cónyuge respecto de los bienes sociales, el 
actor tiene legitimación en la causa e interés para obrar. 
 
Con relación a la simulación absoluta argumentó que no se probó la 
falta de pago del precio, pese a lo módico, porque las declaraciones y 
testimonios explican el origen de los recursos y las imprecisiones de 
los compradores no implican ausencia de precio ya que en las 
escrituras públicas obra el mismo y está amparado por la presunción 
de veracidad y, que no basta el parentesco para desvirtuarla, de tal 
forma que no se demostró la apariencia del negocio. 
 
Frente a la nulidad absoluta consideró que las causales que la 
configuran son taxativas y en este caso no se cumplen los 
presupuestos de la acción, pues de las escrituras públicas de venta 
quedó claramente establecida la cosa y el precio, de tal forma que las 
ventas se reputan perfectas según el artículo 1857 del Código Civil. 
 
Finalmente, respecto de la lesión enorme, indicó que debía prosperar 
porque el dictamen acerca del avalúo de los bienes no fue 
controvertido por la demandada conforme al CGP y su comparación 
con el precio indicado en las escrituras demuestra una suma inferior 
a la mitad del justo precio y; en cuanto a los frutos, la experticia 
precisó los valores generados por los inmuebles que por su 
naturaleza pudieron ser objeto de arrendamiento y por tanto acogió 
el monto calculado por el perito. 
 
1.4 TRÁMITE DE LA APELACIÓN. 
 
La sentencia de primera instancia fue proferida en audiencia y 
notificada en estrados, inmediatamente fue apelada por las partes 
quienes precisaron verbalmente los reparos frente a la decisión, el 
actor los complementó por escrito. 
 
Considerando el estado de emergencia sanitaria, se dio aplicación al 
artículo 14 del Decreto Legislativo 806 de 2020 4, concediéndole a las 
partes la oportunidad para sustentar sus recursos y para replicar. 
 

2. CONTROL DE LEGALIDAD Y COMPETENCIA DEL SUPERIOR.  
 
En atención a lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 42 y en el 
artículo 132 del Código General del Proceso, se aprecian reunidos los 
presupuestos procesales para emitir sentencia porque se verificó la 
demanda en forma y su trámite adecuado, la competencia del juez, la 
capacidad para ser parte y acudir al proceso respecto de los extremos 
del litigio, debiéndose destacar que no se advierten vicios ni 
irregularidades que configuren nulidad. 

                                        
4  Mediante la Ley 2213 de 2022, se acogió como legislación permanente las disposiciones de dicho 
decreto para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones 
judiciales, la ley conserva en el artículo 12 la disposición del artículo 14 del decreto en cuanto al trámite 
de la apelación de sentencias en materia civil y familia.  
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Por disposición del artículo 328 de la misma obra, se resolverá sin 
limitaciones, toda vez que ambas partes apelaron la sentencia. 
 

3. REPAROS CONCRETOS. 
 
La actora formuló sus motivos de inconformidad con el propósito de 
que se revoque la decisión de primera instancia y se acceda a la 
pretensión principal de simulación absoluta o, en su defecto, a la 
subsidiaria de nulidad absoluta; por su parte, la pasiva presentó sus 
censuras frente a la decisión pretendiendo que se revoque la 
declaración de la lesión enorme. Con base en sus intervenciones se 
establecerán los problemas jurídicos objeto del estudio. 
 
3.1 Reparos demandante5. 
 

a) Simulación absoluta probada. Insiste en que la 
consanguinidad entre los contratantes, la disposición de 
prácticamente todo el patrimonio de la vendedora en un solo 
momento y su permanencia en uno de los apartamentos; 
sumado a la ausencia de prueba del propósito de viajar a 
Estados Unidos, la inexistencia del precio y la carencia de 
capacidad económica de los compradores, así como la falta de 
demostración del pago del precio, son las razones para discutir 
y desvirtuar el contenido en las escrituras públicas. Enfatizó en 
que la simulación se basa en los indicios, precisamente porque 
se trata de demostrar la apariencia de un negocio y en este caso 
así se probó. 
 

b) Nulidad absoluta probada. En subsidio, insiste en que, por la 
cuantía de los bienes, era indispensable que se efectuara la 
insinuación previa, lo que daría lugar a la nulidad absoluta.  

 
3.2 Reparos demandada6. Al momento de la sustentación la 

demandada formuló críticas frente a la decisión apelada que no 
invocó oportunamente como reparo7, por tanto, no serán 
resueltas y; también alegó hechos posteriores extintivos del 
derecho en disputa8 que fueron resueltos en contra de sus 
intereses9. En consecuencia, sus motivos de inconformidad son 
los que se relacionan a continuación: 

                                        
5 Ver ruta EXPEDIENTE DIGITALIZADO COMPLETO / cuadrno 1 principal 2017 185 / páginas 900 a 908. 
El video de la audiencia en carpeta cd folio 432 cua 1 / 2017-00185 Fallo20181108144938 tiempo 
1:14:21. Sus argumentos fueron reiterados al momento de las alegaciones durante audiencia del 11 
de agosto de 2022. 
6 Ver ruta EXPEDIENTE DIGITALIZADO COMPLETO / cd folio 432 cua 1 / 2017-00185 
Fallo20181108144938 tiempo 1:19:58 y 1:31:38. 
7 Falta de poder para promover la lesión enorme. 
8 Manifestación en transacción en el sentido de que no hubo simulación y transacción total. 
9 El 15 de octubre de 2020 se reconoció a CARLOS EDUARDO CARDONA CASTAÑEDA como cesionario 
y litisconsorte de la parte demandante, condición que se precisó en auto del 22 de marzo de 2022, en 
el sentido de que se trata de un litisconsorcio cuasinecesario y se funda en el contrato de cesión de 
derechos litigiosos suscrito el 13 de noviembre de 2018. El mismo 15 de octubre de 2020 se aceptó la 
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a) Con relación al avalúo aportado por la actora. Alega nulidad 

porque, aunque la demandada no aportó un nuevo dictamen 
pericial, sí solicitó nombramiento de perito en la contestación, 
el cual fue decretado por el juzgado al remitirse simplemente 
al folio de la solicitud, pero emitió sentencia sin practicarlo; 
que el perito que rindió el dictamen aportado por la 
demandante estaba citado y no asistió con excusa, pero el 
despacho omitió la contradicción para evitar su pérdida de 
competencia y no la reprogramó, sino que dictó sentencia y; 
controvierte el avalúo por falta de precisión ya que el perito 
realizó el dictamen con fecha posterior a las ventas, pues se 
suscribieron las escrituras en 2017, cuando las ventas se 
concretaron en 2016. 
 

b) Con relación al avalúo decretado en alzada. Criticó los 
resultados de la prueba decretada y practicada en segunda 
instancia, argumentando que se apreciaba la parcialidad del 
perito porque refirió la prueba como solicitada por el 
demandante, cuando fue decretada de oficio; porque el 
avaluador formuló deducciones sin respaldo tales como 
indicar que durante la visita fue atendido por Fabiola, cuando 
quien lo atendió fue Marisol; porque no cumplió los requisitos 
de la Resolución 620 de 2008 del IGAC, al extender su examen 
a las áreas privadas inexistentes del quinto piso de la 
edificación, el método de comparación utilizado no evidenció 
la fecha de las ofertas y las ofertas utilizadas no eran 
comparables ni parecidas, además de que no fueron visitadas 
por el perito y; porque decayendo el avalúo comercial, se 
derrumba la estimación de los arrendamientos, más aun 
cuando se consideró un porcentaje con base en el criterio de 
expertos que no mencionó. 
 

c) Con relación a los frutos. Argumenta que los frutos le 
corresponden al dueño de la cosa, el dictamen no especifica si 
los inmuebles están efectivamente arrendados y obran 
comprobantes del valor real de tales frutos, luego debió 
tenerse en cuenta la realidad de los cánones y no lo estimado 
en el dictamen. 
 

d) Falta de técnica en la pretensión de lesión enorme. 
Considera que en estricto sentido se debió solicitar 
expresamente la rescisión. 
 

e) Condena en costas a Julio Cesar Espinosa. Solicitó sea 
exonerado porque se le concedió amparo de pobreza. 
 

                                        
transacción parcial del proceso de la referencia, celebrada el 4 de mayo de 2020 entre las partes 
primigenias, se declaró terminado el proceso entre ellas y subsistente el litigio entre el cesionario y los 
demandados, decisión confirmada en súplica del 31 de enero de 2022. 
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f) Falta de legitimación en la causa por activa. Indica que, para 
la fecha de la reforma de la demanda, momento en el que se 
adicionó la pretensión de lesión enorme, el demandante ya no 
era cónyuge de Fabiola González e incluso conformó una nueva 
sociedad conyugal, por tanto, carece del derecho a reclamar. 

 
3.3 Problemas Jurídicos. 

 
Conforme a lo expuesto, corresponde a la Sala establecer si comparte 
la valoración de las pruebas efectuada por el a quo y, en tal sentido, 
se debe confirmar la declaración de la lesión enorme o, por el 
contrario, si hay lugar a estimar la pretensión principal de simulación 
absoluta o, en su defecto, la subsidiaria de nulidad absoluta y, en tal 
caso, estudiar las excepciones propuestas para enervarlas y la 
procedencia de la condena al pago de frutos. 

 
4. FUNDAMENTO JURÍDICO. 

 
4.1 La simulación. 

 
A partir del artículo 1766 del Código Civil, nuestra jurisprudencia ha 
construido la institución de la simulación, entendida como la 
apariencia de un negocio jurídico que, deliberadamente, no 
concuerda con la realidad, bien sea porque no lo hay en absoluto o 
porque es distinto al que se exterioriza. Así lo ha explicado la Sala 
Civil de la Corte Suprema: 
 

“La simulación consiste en celebrar un acto o contrato, pero 
al mismo tiempo celebrar con la misma persona un acto 
secreto que adicione, modifique, altere o descarte los efectos 
del acto público o aparente. Suele llamarse al acto público: 
acto aparente u ostensible, y al acto secreto: privado, oculto 
o disimulado. Hay simulación, dicen PLANIOL y RIPERT (t.vi, 
núm. 333), cuando se hace conscientemente una declaración 
inexacta o cuando se hace una convención aparente cuyos 
efectos son modificados o descartados o suprimidos por otra 
convención contemporánea de la primera y destinada a 
permanecer secreta”10. 

 
La simulación puede ser absoluta o relativa y, en tal sentido, ha 
indicado la Corte:  
 

“La primera tiene lugar cuando el acuerdo de las partes se 
orienta a crear la apariencia de algo inexistente, por la 
ausencia de negocio; y la segunda, cuando se oculta, bajo la 
falsa declaración pública, un contrato genuinamente 
concluido, pero disfrazado ante terceros, en cuanto a su 

                                        
10 Sentencia del 25 de junio de 1937 MP LIBORIO ESCALLÓN. Gaceta Judicial: Tomo XLV n°. 1925, pág. 
255 – 269. Recientemente, las sentencias CSJ SC3598-2020, SC-3678 de 2021 y 
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naturaleza, condiciones particulares o respecto de la 
identidad de sus agentes.”11. 

 
4.2 Prueba de la simulación. 
 
Sin perjuicio de la libertad probatoria del artículo 165 del estatuto 
procesal, la característica oculta de la simulación implica especial 
relevancia para la prueba indiciaria de cara a develar la voluntad 
genuina.  
 
El mismo ordenamiento dispone que los indicios deben estar 
probados en el proceso, que el juez puede derivarlos de la conducta 
procesal de las partes y que su apreciación requiere análisis conjunto 
con los demás medios de convicción en procura de desentrañar su 
gravedad, concordancia y convergencia, tarea que se alcanza 
mediante la sana crítica.  
 
La Sala de Casación Civil ha reiterado que es connatural a la 
simulación la prueba indirecta, pues no se suele desentrañar el 
negocio oculto con los típicos medios de convicción, sino que previa 
verificación de los hechos indicadores, complementada con la 
necesaria valoración conjunta y las inferencias y deducciones 
propias de la razón, la lógica y la experiencia, es que se puede 
alcanzar el convencimiento de que lo exteriorizado no fue real: 
 

“4. Lo normal es que el designio expresado por los 
contratantes concuerde con su real volición, teniéndose por 
tanto el pacto como verdadero y eficaz. Consecuentemente, 
quien lo impugna por simulación lleva sobre sí la carga de 
demostrar la distorsión existente entre la voluntad declarada 
y la genuina, para de ese modo remover el velo que lo arropa 
y exponerla a la luz. En esa tarea, resulta útil la prueba 
indiciaria, porque usualmente el acuerdo fingido se urde en 
la sombra, en donde sus artífices quieren evitar el 
descubrimiento de sus auténticos designios; pero el valerse de 
tales inferencias no significa el desplazamiento de los demás 
medios de persuasión legamente previstos, pues para 
establecer la veracidad de la convención no existe ninguna 
cortapisa probatoria. 
… 
Al respecto, la Corte en fallo CSJ SC. 5 ago. 2013, rad. 2004-
00103-01, señaló: 
 
“En efecto, dada la naturaleza misma del negocio que se 
espera descubrir, caracterizado por haberse realizado en la 
privacidad de los contratantes y con la firme intención de que 
permaneciera oculto, es de esperarse que no se hayan dejado 
mayores vestigios de su existencia; de ahí la dificultad de 

                                        
11  CSJ SC 18 dic. 2012, rad. 2007-00179-01, reiterada en SC11232-2016, rad. 2010-00235-01. 
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demostrarlo mediante probanzas directas. No obstante, las 
máximas de la experiencia constituyen un mecanismo eficaz 
e irreemplazable a fin de determinar la presencia de ese 
negocio secreto. 
 
‘La simulación –expresó FERRARA–, como divergencia 
psicológica que es de la intención de los declarantes, se 
substrae a una prueba directa, y más bien se induce, se infiere 
del ambiente en que ha nacido el contrato, de las relaciones 
entre las partes, del contenido de aquél y circunstancias que 
lo acompañan. La prueba de la simulación es indirecta, de 
indicios, de conjeturas (per coniecturas, signa et urgentes 
suspiciones) y es la que verdaderamente hiere a fondo la 
simulación, porque la combate en el mismo terreno’ (…). 
 
Así las cosas, es a través de la inferencia indiciaria como el 
sentenciador puede, a partir de hechos debidamente 
comprobados y valorados como signos, arribar a 
conclusiones que no podrían jamás revelarse de no ser por la 
mediación del razonamiento humano. De ahí que a este tipo 
de prueba se le llame también circunstancial o indirecta, pues 
el juez no tiene ningún contacto sensible (empírico) con el 
hecho desconocido, pero sí con otros que únicamente el 
entendimiento humano puede ligar con el primero. 
 
Son entonces los testimonios, declaraciones, confesiones, 
documentos, o cualquier otro tipo de prueba directa, 
valorados en conjunto, lo que permitirá arribar –por medio 
de la inferencia indiciaria– al hecho desconocido pero 
cognoscible que quedó en la estricta intimidad de los 
contrayentes por propia voluntad”.” 12 

 
4.3 Legitimación para demandar la simulación. 
 
La Corte Suprema de Justicia precisó recientemente su doctrina con 
relación al nacimiento de la sociedad conyugal y a la libre 
administración y disposición de los bienes sociales durante su 

                                        
12 Sentencia SC11232-2016. En el mismo sentido las Sentencias del 14 de julio de 1975, SC131-2018 y 
SC-3678 de 2021. En Sentencia del 13 de octubre de 2011, Expediente 20001-3103-003-2007-00100-
01, la Corte enunció como indicios de simulación: “el parentesco, la amistad íntima, la falta de 
capacidad económica del adquirente, la retención de la posesión del bien por parte del enajenante, el 
comportamiento de las partes en el litigio, el precio exiguo, estar el vendedor o verse amenazado de 
cobro de obligaciones vencidas, la disposición del todo o buena parte de los bienes, la carencia de 
necesidad en el vendedor para disponer de sus bienes, la forma de pago, la intervención del adquirente 
en una operación simulada anterior, etc.’, ‘el móvil para simular (causa simulandi), los intentos de 
arreglo amistoso (transactio), el tiempo sospechoso del negocio (tempus), la ausencia de movimiento 
en las cuentas bancarias, el precio no entregado de presente (pretium confesus), el lugar sospechoso 
del negocio (locus), la documentación sospechosa (preconstitutio), las precauciones sospechosas 
(provisio), la no justificación dada al precio recibido (inversión), la falta de examen previo por el 
comprador del objeto adquirido, especialmente cuando se trata de un bien raíz, etc.” 
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existencia, asunto regulado por el artículo 180 del Código Civil13 y el 
artículo 1 de la Ley 28 de 193214.  
 
Así, actualmente, es doctrina de la Corte que la sociedad conyugal 
nace por el hecho del matrimonio y, por tanto, se revaluó la postura 
que consideraba su origen solamente al momento mismo de la 
disolución15, reconsideración conceptual que influye en la titularidad 
del derecho a reclamar por parte de los cónyuges respecto de los 
elementos que la conforman. 
 
La legitimación en la causa de los cónyuges para demandar por los 
bienes que conforman la sociedad conyugal proviene de los deberes 
de solidaridad y apoyo mutuo entre ellos, en virtud de los cuales la 
libre disposición no es absoluta cuando se trata de bienes comunes, 
pues existe un deber de reciprocidad que implica responsabilidad y, 
en esa medida, el cónyuge que advierta el manejo irresponsable de los 
mismos tiene derecho a reclamar. Así se concluyó en la Sentencia 
SC16280-2016: 
 

“La sociedad conyugal nace con el matrimonio y permanece 
con él, y desde ese momento se crea el patrimonio común. Por 
ello, el cónyuge que no tiene la libre disposición y 
administración de un bien ganancial está legitimado y le 
asiste interés para reclamar la protección del patrimonio de 
la sociedad por medio de las acciones judiciales 
correspondientes, cuando su derecho ha sido vulnerado o se 
ha visto inminentemente amenazado.”16 

 

                                        
13 “ARTICULO 180. Por el hecho del matrimonio se contrae sociedad de bienes entre los cónyuges, según 
las reglas del título 22, libro IV del Código Civil.” 
14 “Artículo 1°. Durante el matrimonio cada uno de los cónyuges tiene la libre administración y 
disposición tanto de los bienes que le pertenezcan al momento de contraerse el matrimonio o que 
hubiere aportado a él, como de los demás que por cualquier causa hubiere adquirido o adquiera; pero 
a la disolución del matrimonio o en cualquier otro evento en que conforme al Código Civil deba 
liquidarse la sociedad conyugal, se considerará que los cónyuges han tenido esta sociedad desde la 
celebración del matrimonio, y en consecuencia se procederá a su liquidación.” 
15 En la Sentencia SC16280-2016 del 18 de noviembre de 2016 se argumentó: “Por ello, carece de 
soporte jurídico afirmar que la sociedad conyugal ‘nace para morir’, o que durante el matrimonio cada 
cónyuge es dueño de los bienes que adquiere y, por tanto, no se genera un patrimonio común sino que, 
“por una ficción de la ley”, se considera que la sociedad surgió desde la celebración del matrimonio 
para los precisos efectos de su liquidación, siendo este último momento el que origina el interés jurídico 
que pueda tener la parte afectada o defraudada con la desaparición de los bienes comunes.”. En el 
mismo sentido, en Sentencia SC4027-2021 del 14 de septiembre de 2021 se sostuvo: “Ninguna de las 
disposiciones citadas, cual se nota, asocia el origen de la sociedad conyugal con su terminación, y 
tampoco existe otra norma limitándola temporalmente en esa dirección. La elaboración del hito de su 
despunte real, a la par con la extinción, entre otras cosas, para legitimar el interés y el derecho de 
acción entre los cónyuges, a todas luces es caprichosa, y como consecuencia, insostenible.” 
16 En el mismo sentido lo consideró en la Sentencia SC5233-2019: “El anterior razonamiento no es del 
todo exacto, pues la facultad que tienen los cónyuges antes de la disolución de la sociedad conyugal 
para administrar los bienes que están a su nombre no significa que puedan disponer de ellos 
ilimitadamente y aún en perjuicio del otro cónyuge. 
 
La facultad de administración de los bienes sociales –como toda libertad– implica responsabilidades y, 
en ningún caso, puede entenderse como una licencia para defraudar o dilapidar el patrimonio de la 
familia.” 
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Más adelante, la Corte precisó que el derecho del cónyuge a reclamar 
por la administración de los bienes comunes proviene de la simple 
existencia de la sociedad conyugal y la verosimilitud de su reclamo 
no depende de la existencia de demanda de divorcio, ni de la 
notificación de la misma, sino del hecho mismo del manejo 
irresponsable de los bienes sociales. Así lo determinó en la 
Sentencia SC5233-2019: 
 

“3. La legitimación para demandar o para responder las 
pretensiones relacionadas con los efectos patrimoniales 
producidos con el matrimonio, surge desde el momento en 
que nace la sociedad conyugal con la celebración del contrato 
nupcial, tal como lo establecen los artículos 180 del Código 
Civil y 1 de la Ley 28 de 1932. 
… 
No es verdad que la vulneración del interés jurídico surge 
para el cónyuge defraudado con la notificación de la 
demanda de divorcio o de separación de bienes, pues el 
quebranto de su derecho se da objetivamente con la venta 
fraudulenta o con la simulación de la venta del bien social, y 
ello no es un “motivo frágil y deleznable”, sino un hecho 
concluyente, como que con él se produce el daño material, 
real y efectivo del patrimonio social. 
… 
Pretender que la legitimación del cónyuge defraudado para 
demandar la simulación dependa de la diligencia del cónyuge 
defraudador en notificar el auto admisorio de la demanda de 
divorcio –o de separación de cuerpos o de bienes–, sería 
confundir la titularidad del derecho o bien jurídico 
reclamado con una circunstancia completamente externa a 
esa relación sustancial, y dejar la determinación de esa 
legitimación a la voluntad del defraudador, quien, 
naturalmente, no tendría ningún interés en comunicar a su 
contraparte la existencia de un proceso judicial que le 
impediría llevar a cabo su propósito fraudulento…” 17. 

 
5. CASO CONCRETO. 

 
Está probado que José Israel Espinosa Hernández y Fabiola González 
contrajeron matrimonio el 13 de agosto de 196118, vínculo civil que 
término por mutuo acuerdo mediante sentencia del 9 de marzo de 
2017 del Juzgado Primero de Familia de Itagüí19; que encontrándose 
vigente la sociedad conyugal originada con dicho matrimonio, 
mediante escrituras públicas No. 4972 del 7 de diciembre de 199320 
y No. 1725 del 18 de agosto de 199821, Fabiola Hernández adquirió 

                                        
17 CSJ SC5233-2019, rad. 11001-31-03-040-2011-00518-01. M.P. Ariel Salazar Ramírez 
18 Ver ruta: EXPEDIENTE DIGITALIZADO COMPLETO / cuadrno 1 principal 2017 185 / páginas 84 y 85. 
19 Ibidem páginas 848 a 853. 
20 Ibidem páginas 176 a 178. 
21 Ibidem páginas 172 a 175. 
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la propiedad del inmueble distinguido con matrícula inmobiliaria No 
001-229898. 
 
También se acreditó que en dicho inmueble se construyó un edificio 
conformado por apartamentos y un local, organizados como 
propiedad horizontal mediante escritura pública No 1979 del 23 de 
diciembre de 2011, luego cancelada y nuevamente constituida por 
escritura pública No 2033 del 19 de diciembre de 201322, los cuales 
actualmente corresponden al local ubicado en la Carrera 46 # 46 – 
65 y los apartamentos 101, 201, 202, 301, 302, 401, 402, ubicados en 
la Carrera 46 # 46 – 69, distinguidos en su orden, con las matrículas 
inmobiliarias N° 001-1178387 a 001-117839423. 
 
Así mismo, se demostró que Fabiola Hernández y sus hijos24 
suscribieron las escrituras públicas No 88, 89 y 90 del 25 de enero 
de 2017 de la Notaría 23 de Medellín, a través de las cuales 
manifestaron celebrar los siguientes contratos de compraventa: i) 
del local y apartamentos 101 y 202 en favor de Marisol Espinosa 
González, por valor de $82’347.000; ii) de los apartamentos 201 y 
302 en favor de Julio César Espinosa González, por valor de 
52’882.000 y; iii) de los apartamentos 301, 401 y 402 en favor de 
Jimmy Álvaro Espinosa González, por valor de $79’323.000. En todos 
los instrumentos públicos se declaró que los compradores pagaron 
el precio al momento de la firma de la escritura y que la vendedora 
lo recibió a entera satisfacción25.   
 
A partir de los medios de prueba referidos, se puede considerar que, 
en principio, no habría motivo para desconfiar de la veracidad y 
existencia de las compraventas así protocolizadas y que tales 
instrumentos dan fe de negocios jurídicos reales, de tal forma que el 
único aspecto llamativo sería el parentesco entre los contratantes, 
sin que por sí solo tal aspecto resulte suficiente para dudar de su 
autenticidad, como se concluyó en primera instancia. 
 
Sin embargo, la constatación de otros hechos converge para indicar 
que al vínculo familiar y al precio se sumaron circunstancias 
relevantes y serias que, en conjunto, permiten inferir con alto grado 
de convicción que tales negociaciones no fueron ciertas, como se 
expone a continuación.  
 
5.1 Previas desavenencias conyugales como razón de las 
compraventas. 
 
Se planteó como tesis de la defensa que el propósito de las 
compraventas era el cambio de domicilio de los esposos, quienes 

                                        
22 Ibidem páginas 104 a 149. 
23 Ibidem páginas 86 a 101. 
24 Parentesco acreditado por la demandada con los anexos del memorial que se aprecia siguiendo la 
ruta: 02SegundaInstancia / 71MemorialRecursoReposicion. 
25 Ver ruta: EXPEDIENTE DIGITALIZADO COMPLETO / cuadrno 1 principal 2017 185 / páginas 150 a 170. 
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planificaban radicarse en los Estados Unidos y por tal razón 
decidieron conjuntamente vender los inmuebles a sus hijos a un 
precio que se ajustara a su capacidad económica26, de allí que los 
demandados manifiesten su asombro por el reclamo judicial del 
demandante pues, conociendo tales proyectos, no les parece lógico 
que ataque la veracidad de la negociación y para sustentarlo aducen 
que, tan consciente era de lo pactado, que se abstuvo de solicitar 
medidas cautelares sobre los inmuebles vendidos en el proceso de 
divorcio. 
 
Tal proposición sería razonablemente comprensible en el contexto de 
una familia armónica que de común acuerdo decide disponer la 
administración de sus bienes. Sin embargo, ese no fue el escenario en 
el que acontecieron las negociaciones controvertidas y la apariencia 
de los actos escriturales fue desdibujada mediante la demostración de 
hechos que evidencian la ausencia de tal estabilidad, concordia y 
amigable relación entre los cónyuges e incluso entre el padre y los 
hijos. 
 
En efecto, en la demanda de divorcio, aportada por la demandada se 
aprecia que la familia se encontraba desintegrada desde tiempo antes 
a la celebración de las compraventas pues, según el hecho cuarto de 
ese libelo, los cónyuges no hacían vida marital desde septiembre de 
2013, sin reconciliación ni trato alguno27. 
 
Esa ruptura matrimonial se corroboró con el testimonio de Gustavo 
León Betancur, quien indicó que “tuvieron disgustos porque el señor 
Don Israel bebía mucho, el señor se retiró de la casa” y, en el mismo 
sentido, la demandada Marisol Espinosa sostuvo durante su 
interrogatorio el 27 de agosto de 2018: “mi papá abandonó el hogar 
hace 2 o 3 años, mi papá se fue y dejó a mamá, como consiguió mujer 
pidió el divorcio, pero él ya se había ido”. 
 
Las discrepancias familiares previas a la celebración de las 
compraventas también fueron evidenciadas por los excónyuges. José 
Israel sostuvo en su declaración de parte que él fue quien puso el 
dinero para construir el edificio, por eso sus hijos lo aborrecen y le 
quitaron los arriendos de los apartamentos, teniendo que 
endeudarse con su pensión y; en la misma oportunidad, Fabiola 
reconoció haberle retenido tales dineros, además de evidenciar su 
disgusto por la administración y el destino que de otros bienes hizo 
su exmarido, pretendiendo con ello justificar la negociación realizada 
en favor de sus hijos. 
 
Además, en la demanda de divorcio se observa que sí se solicitó el 
embargo y secuestro de los inmuebles que son objeto del proceso 
pues, pese al error que se aprecia en las matrículas inmobiliarias, ya 
que se citaron las canceladas mediante escritura pública 2033 del 19 
                                        
26 Ibidem páginas 730 y 770. 
27 Ibidem páginas 748 a 758. 
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de diciembre de 201328, basta observar la dirección indicada en la 
demanda para concluir la identidad de los mismos, de tal forma que 
al menos desde la demanda de divorcio no cabe duda de que existía 
una disputa patrimonial.  
 
Si bien la demandada alega que los trámites notariales para la 
realización de las compraventas iniciaron desde octubre de 2016, no 
acreditó tal circunstancia ya que no declaró la testigo protocolista de 
la Notaría y en la tutela que interpuso Fabiola González ella misma 
manifestó que se comprometió a firmar escrituras el 31 de diciembre 
de 201629, fecha que no concuerda con tal aseveración. 
 
Así, estos altercados entre los consortes, principalmente 
patrimoniales, eran evidentes para el 25 enero de 2017, fecha de la 
compraventa, y muestra de ello es que se encontraba en curso el 
proceso de divorcio de cuya admisión se notificó la demandada el 28 
de noviembre de 201630. 
 
Conforme a la doctrina expuesta, el derecho de los cónyuges para 
reclamar por los bienes sociales proviene de la existencia de la 
sociedad conyugal y del inadecuado manejo de los bienes que la 
conforman, no depende de la interposición ni de la notificación de un 
proceso judicial; sin embargo, en este caso las pruebas referidas 
demuestran con claridad que las desavenencias conyugales por el 
manejo de los bienes sociales antecedieron ampliamente a la 
compraventa, pues incluso la separación de cuerpos fue previa y 
causa de la demanda de cesación de efectos civiles del matrimonio. 
 
El rompimiento matrimonial, los conflictos familiares, la demanda de 
divorcio y la solicitud de medidas cautelares sobre los inmuebles 
objeto de este proceso, desvirtúan la tesis de que la razón de la 
compraventa fue el proyecto matrimonial conjunto de cambiar de 
residencia al exterior, pues la familia no conservaba lazos de armonía 
que razonablemente lo justificaran; por el contrario, fueron las 
múltiples discusiones relacionadas con la administración de los 
bienes, las que impulsaron a la celebración de las compraventas, 
precisamente advirtiendo que los mismos estaban destinados a su 
próxima liquidación y entonces tales negocios dispositivos  se 
presentaban convenientes y apropiados para impedirlo. 
 
5.2 Precio ínfimo de la compraventa.  
 
El valor acordado como precio en las escrituras de compraventa No. 
88, 89 y 90 del 25 de enero de 2017 coincide exactamente con el del 
avalúo catastral de cada uno de los inmuebles objeto de las mismas 

                                        
28 Ibidem página 750. 
29 Ibidem página 468 a 474. 
30 Ibidem página 854 a 856. 
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para la época31, de tal forma que la sumatoria de dichos avalúos y el 
total de las tres compraventas asciende a $214’552.000. 
 
En contraste, el dictamen pericial rendido en esta instancia determinó 
que para enero de 2017 el avalúo comercial de los inmuebles objeto 
de estudio era de $172’157.231 para el apartamento 101, 
$159’553.099 para cada uno de los apartamentos 201, 202, 301, 302, 
401 y 402 y, $55’934.068 para el local; de tal forma que la suma de 
estos valores arroja un total de $1.185’409.89732. 
 
En los alegatos de conclusión rendidos en esta instancia, la apoderada 
del extremo pasivo criticó la imparcialidad del perito por haber 
afirmado que se trataba de una prueba solicitada por el demandante, 
por afirmar que quien lo atendió fue la demandada Fabiola y por 
haber desconocido la Resolución 620 de 2008 del IGAC al considerar 
áreas inexistentes del quinto piso y ofertas no comparables para la 
aplicación del método, sin visitarlas. 
 
Al respecto, la Sala considera que tales ataques no son relevantes, ni 
acertados y carecen de respaldo. 
 
Por una parte, la referencia al origen del dictamen y la persona que 
atendió la visita carece de importancia y no influye en la aplicación 
del método y sus resultados de la valoración, pues 
independientemente de que la prueba hubiera sido solicitada por una 
de las partes o se hubiera decretado de oficio, la tarea debía realizarse 
con la misma imparcialidad y la demandada no aportó ningún medio 
de prueba que la ponga en duda, además, si se aprecia el contenido 
del informe, el mismo perito anexó copia del auto que decretó la 
prueba y en el numeral 1.3 estableció el objeto del avalúo refiriendo 
dicha providencia y; lo mismo acontece con quien atendió la visita, 
pues no dependía de ello el examen ni sus resultados y el perito 
contestó a tal cuestionamiento durante la diligencia, explicando que 
fue una inferencia que obtuvo de la documentación examinada pero, 
se insiste, tal asunto no tiene relevancia para la investigación y las 
conclusiones del avalúo comercial.   
 
Por otra parte, se aprecia que, efectivamente, el perito destacó en 
negrilla una nota dentro de las consideraciones generales del 
dictamen, en el sentido de que según el reglamento de propiedad 
horizontal se refieren dos construcciones en el quinto nivel que no 
están construidas, sin embargo, no se aprecia que tal circunstancia 
hubiera influido en el método de valoración, ni que tales 
dependencias hubieren excedido el objeto de la experticia, pues no 
fueron valoradas ni consideradas en los cálculos. Más bien se estima 
que la nota evidencia el trabajo detallado del perito y su constatación 
en el sitio, es decir que la tarea no fue meramente formal.  
 
                                        
31 Ibidem página 180 a 210. 
32 Ver carpeta segunda instancia / carpeta 80AnexosAvaluosAptosLocalComercial 
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Así mismo, las aseveraciones de la demandada en cuanto a la carencia 
de similitud y de criterio de comparación, carecen de respaldo y 
durante la sustentación el perito explicó con detalle el método de 
mercado utilizado, precisando que las muestras comparables no son 
idénticas a los apartamentos avaluados y por tal razón la Resolución 
620 de 2008 del IGAC permite clasificarlas, analizarlas e 
identificarlas, motivo por el cual uso los factores de área y estado para 
homogeneizarlas y obtener tal criterio de comparación, justificación 
suficiente de la técnica valuadora. Además, el procedimiento 
establecido por el IGAC y aplicado por el perito no establece 
obligatoria la visita de las ofertas que constituyen las muestras 
comparables33 y en el dictamen se aprecian las evidencias de las 
consultas efectuadas por el avaluador, a las que durante la 
sustentación hizo precisa y detallada referencia de la manera en que 
realizó su investigación. 
 
En consecuencia, la descalificación de la demandada no tiene asidero, 
no resta credibilidad, ni solidez al dictamen, la experticia muestra 
consistencia, claridad y solidez bajo el método utilizado, se evidencia 
ilación lógica entre la exposición del perito y las conclusiones del 
dictamen. Adicionalmente, el experto cumple requisito de idoneidad, 
conforme los anexos que acompañan el dictamen y que armonizan 
con lo establecido en la Ley 1673 de 2013. Razones que permiten 
acoger las conclusiones frente al avalúo comercial de las unidades 
inmobiliarias. 
 
En tales condiciones, es evidente que los precios enunciados en las 
compraventas fueron considerablemente inferiores al valor 
comercial de los inmuebles para la época de celebración de los 
negocios pues, proporcionalmente, el precio estipulado no alcanzó ni 
siquiera el 20% del precio estimado por el avaluador, circunstancia 
que permite aseverar que el monto de la compraventa dista de ser 
serio y real. 
 
La pasiva sostuvo como argumento defensivo que el precio módico se 
debió al parentesco entre la vendedora y los compradores, sin 
embargo, existen medios de convicción que le restan coherencia a tal 
postura.  
 
La vendedora manifestó en su declaración sus particulares gustos por 
viajar, vestirse bien, frecuentar restaurantes y gastar en sus nietos y 
en el mismo sentido lo sostuvieron los compradores. Marisol dijo que 
su mamá “gasta que da miedo, gasta demasiada plata” y Julio César 
aseveró “ella ha vivido toda la vida muy bueno”, descripción que da 
cuenta de unas condiciones económicas suntuosas e incluso de 
derroche. Sin embargo, la misma Fabiola reconoció que antes del 
divorcio dependía de un subsidio de su exesposo, Marisol dijo que se 
valía de los arriendos y Julio César que sus ingresos provenían de 

                                        
33 Art. 10 Resolución 620 de 2008 del IGAC 
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tales réditos y de las “ligas” que le enviaban sus hijos desde el 
extranjero. 
 
En tales condiciones, no parece sensato que, habiéndose agotado su 
fuente de ingresos con ocasión del divorcio (auxilio), la vendedora se 
desprendiera con tan excesiva generosidad de la única actividad que 
efectivamente acreditó le redituaba (arriendos) pues, debe 
destacarse, Fabiola fue reacia a informar con detalle y precisión 
acerca de los medios económicos para su manutención y el manejo de 
sus dineros, al sostener “no le digo a nadie ni donde lo tengo ni donde 
lo tienen, yo no les puedo decir cuánto tengo ni dónde lo tengo” y, como 
se verá adelante, no hay prueba del pago efectivo del precio; de tal 
forma que no resulta verosímil que la vendedora hubiera dispuesto 
de prácticamente todo su patrimonio en un solo día, de manera tan 
amplia y desinteresada, contrariando el estilo de vida de lujo que dijo 
llevar, pues entonces ¿con qué o de dónde gastaría?  
 
Las reglas de la experiencia y la lógica señalan que, usualmente, los 
bienes se venden en búsqueda de provecho, con ánimo de lucro o, al 
menos con la intención de no perder o no afectar los intereses propios 
y en este caso no se aprecia una explicación coherente entre las 
compraventas evidentemente celebradas a pérdida y el nivel de vida 
de prodigalidad que manifestó la vendedora.  
 
5.3 Falta de capacidad económica de los compradores y ausencia de 

prueba del pago del precio.  
 
No hay medio de convicción que demuestre que para la fecha de la 
compraventa los adquirentes tenían la solvencia económica para 
pagar el precio de los inmuebles, por el contrario, se recaudaron 
múltiples pruebas que lo desmienten y; al contrastar lo estipulado en 
la escritura pública, las respuestas de los presuntos compradores en 
cuanto a la manera y la oportunidad en que se solucionó el precio de 
la compraventa, junto con los documentos financieros aportados, 
queda en evidencia la falta de concordancia, dejando sin sustento la 
aseveración de pago. 

 
a) Marisol Espinosa González. 

 
Aseguró en su contestación que “compró con el único fin de 
invertir en propiedad raíz sus ahorros, dineros proporcionados 
por sus hermanos, y padre de su hija, que le brindan apoyo 
económico ", pero simultáneamente confesó que “es ama de 
casa y no labora”. De tal forma que, para sustentar su dicho era 
necesario demostrar el origen y verdadera existencia de tal 
superávit para no incurrir en contradicción. 
 
El análisis detallado de la declaración de esta demandada en 
contraste con la documentación aportada para demostrar sus 
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condiciones económicas muestra serias y graves faltas de 
coherencia que impiden otorgarle credibilidad a su versión. 
 
Las certificaciones de la cuenta No 27932490302 de 
Bancolombia34 corresponden al período comprendido entre el 
31 de diciembre de 2016 y el 30 de junio de 2017 y en ellas se 
aprecia que contienen múltiples movimientos de mínimas 
sumas de dinero que no superan los $35.000 y se destaca una 
única transferencia internacional por valor de $8'472,155, 
suma abonada y retirada el 16 de febrero de 2017.     
 
Las certificaciones de la cuenta No 1529912222 de 
Bancolombia35 corresponden a los períodos enero a diciembre 
de 2016 y en ellas se aprecia que durante todo el año los 
abonos sumaron aproximadamente 8 millones y los retiros de 
11 millones; que la mayoría de tales abonos fueron por sumas 
que no superaron los $800.000, a excepción de dos por cerca 
de $2’0000.000 y; en el mismo sentido, la mayoría de los 
retiros fueron por sumas que no superaron dicho monto.  
 
La certificación de transferencias internacionales de 
Davivienda36, da cuenta de seis operaciones durante el período 
comprendido entre enero de 2016 y octubre de 2017, por un 
total de $16’029.799, de las cuales una corresponde a 
septiembre de 2016 y las otras cinco son posteriores a abril de 
2017. 
 
El 27 de agosto de 2018, durante la audiencia inicial, el juez 
interrogó a Marisol acerca de cómo y cuándo pagó el precio de 
la compraventa y ella respondió: 
 

“… fue más o menos en el 2016, … mucho antes de que mi 
papá le pidiera el divorcio a mi mamá … en 82 millones 
… yo a mi mamá le di, yo tenía en el banco 16 millones, 
después mi hermano me mandó 25, es que yo lo que le 
debo a mamá yo creo que no llega a  5 o 10 millones, es 
que yo le he cancelado, porque yo soy una persona muy 
ahorrativa y yo he tenido y mis hermanos me colaboran 
demasiado y mi compañero permanente también me 
ayudó para pagarle a mamá con los ahorros que él tenía 
del Éxito … con exactitud no se bien señor juez …  cuando 
mi mamá me hizo entrega a mí de la casa, yo le pagué 
prácticamente en el trascurso de esa semana, porque mi 
esposo retiró, yo retiré lo poquito que tenía en el banco 
y mi hermano me mando 25 sí, yo prácticamente, es que 
yo lo que le debo a mamá es nada, ya todo se le ha 
cancelado… a mí mamá, sí yo le pagué en efectivo, lo que 

                                        
34 Ver ruta: EXPEDIENTE DIGITALIZADO COMPLETO / cuadrno 1 principal 2017 185 / páginas 432 y 434. 
35 Ibidem páginas 436 a 442. 
36 Ibidem página 424. 
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yo compré lo pagué en efectivo … en la casa mía, en qué 
fecha no la recuerdo bien…” 

 
De acuerdo con el Diccionario de la lengua española37, ahorrar 
significa reservar una parte de los ingresos ordinarios, guardar 
dinero como previsión para necesidades futuras, evitar un 
gasto o consumo mayor. Estas acepciones sumadas a la 
experiencia, enseñan que el ahorro es producto del orden, de 
la organización, de la claridad y la planificación entre ingresos 
y gastos, en fin, resultado de una prudente administración. Por 
ello, resulta difícil aceptar el relato impreciso de la demandada 
Marisol, quien destacó su cualidad de ahorro, pero no supo 
explicarla, no fue puntual en cuanto a las cuentas propias y 
ajenas que dijo administrar y ni siquiera dio cuenta de sus 
propios gastos para poder entender de dónde provenían y en 
dónde se encontraban sus reservas. 
 
Al cotejar las pruebas referidas, se aprecia que la fecha de 
realización de la declaración no fue distante de la fecha de la 
celebración de la compraventa, se rindió aproximadamente un 
año y medio después, motivo por el cual llama la atención la 
falta de memoria de la declarante frente a un negocio que se 
puede calificar de excepcional y relevante para una persona 
que se dice ama de casa, luego, en condiciones normales 
debería ameritar un recuerdo más preciso y detallado de los 
aspectos importantes como el pago del precio, sobre todo 
tratándose de una persona que se dice con especiales atributos 
de economía. 
 
Si bien los soportes financieros aportados reflejan 
movimientos de dinero, ellos no fueron por sumas 
importantes, ni parecidas o cercanas al precio de la 
compraventa, por el contrario, se trata en su mayoría de 
pequeños abonos y retiros que denotan un uso para 
manutención antes que la reserva de cantidades considerables 
de dinero para la adquisición en bloque de tres inmuebles. 
 
Si los dineros de las cuentas bancarias de Marisol fueron 
destinados al pago del precio de la compraventa, entonces 
surge la inquietud acerca de cómo asumió su propia 
manutención. Es que la sumatoria de los pequeños y periódicos 
retiros ascendió a 18 millones de pesos durante un periodo de 
aproximadamente un año, lo que más se asemeja al uso para 
los gastos que amerita la vida diaria, antes que a la inversión 
de unos ahorros en la adquisición de un bien. 
 
En el mismo sentido, Marisol afirmó recibir dineros por 
concepto de arrendamientos que distribuía entre su madre y 

                                        
37 https://dle.rae.es 

https://dle.rae.es/
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su padre, así lo sostuvieron su compañero permanente y su 
hermano, por tanto, no es posible identificar en los extractos 
aportados los dineros propios de la demandada y los que 
tenían como destinatarios a terceros (padres y hermanos) y la 
demandada tampoco contribuyó para comprenderlo, su 
versión se cimenta en que todos esos dineros acreditan el pago 
del precio. Por consiguiente, estos medios de convicción no 
generan certeza sobre la capacidad económica de la 
compradora, máxime cuando no deriva fuente de ingresos 
propia, sino que confesó ser ama de casa y que no labora. 
 
La tesis de Marisol se derruye finalmente al contrastar su 
declaración con los documentos financieros aportados, pues ni 
los retiros de las cuentas ni los giros internacionales coinciden 
con la fecha en que según ella efectuó el pago del precio.  
 
La escritura de compraventa se suscribió el 25 de enero de 
2017 y en ella se manifestó recibido el precio de contado por la 
compradora en la misma fecha a entera satisfacción, al 
respecto, en la contestación de la demanda y su reforma los 
demandados sostienen de manera uniforme que pagaron el 
precio mediante pagos en efectivo y transferencias bancarias. 
 
Pues bien, el retiro cuantioso más próximo a la fecha de la 
escrituración fue el del 16 de febrero de 2016 por valor de un 
poco más de ocho millones de pesos, esto es, más de tres 
semanas después y los demás son todos de varios meses antes 
y después de la fecha de la compraventa, de tal forma que los 
movimientos de dinero no concuerdan con el pago significativo 
que la declarante dijo haber efectuado la misma semana en 
que se efectuó la entrega que, según la escritura, fue en la 
misma fecha de su firma.  
 
Además, su compañero y su hermano Julio César coincidieron 
en manifestar que ella recibía giros para las vueltas que le 
encargaban sus hermanos del exterior, luego no se puede 
concluir que los dineros reportados correspondieran a dineros 
propios de Marisol ni que estuvieran destinados al pago del 
precio de los apartamentos. 
 
Agréguese que, en el mismo sentido, se observan las 
declaraciones de cambio de Bancolombia a nombre de Marisol 
y de su compañero Rubén Darío Giraldo38, así como la 
certificación de transferencia internacional de Davivienda a 
nombre de este último39. Se trata de sumas de dinero abonadas 
con varios meses de anterioridad y posterioridad a la fecha de 
la compraventa de los inmuebles y que, por tanto, no 
concuerdan con el dicho de Marisol de haber pagado 

                                        
38 Ibidem páginas 444 y 446. 
39 Ibidem página 430 
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prácticamente todo el precio en la semana de la realización del 
negocio. 
 
También se observa divergencia entre la versión de Marisol y 
la de su compañero Rubén Giraldo, quien ante la pregunta 
acerca de si estuvo presente cuando ella pagó los inmuebles a 
Fabiola González dijo: “sí, yo saqué mi dinero y ella 15 millones 
de pesos, o sea que le dimos a doña Fabiola 45 millones de pesos”. 
Se reitera, los movimientos bancarios no respaldan esa 
postura, no hay prueba del giro internacional de los 25 
millones que dice haber recibido Marisol para el pago de la 
compraventa ni del retiro de los dineros del compañero 
permanente para la época de celebración del negocio, lo que 
permite concluir infundada tal aseveración. 
 
En suma, los extractos bancarios y las transferencias 
internacionales no justifican suficiente capacidad económica 
de la demandada para la realización del negocio, no se 
probaron las demás fuentes de financiación que dijo haber 
recibido para el pago del precio y no se acreditó la solución el 
valor de la compraventa en las condiciones que ella manifestó. 
Por el contrario, sus cuentas bancarias aparentan un manejo 
propio de manutención antes que la realización de un pago tan 
significativo de dinero, los movimientos de dinero fueron 
mínimos e intrascendentes con relación a la compraventa y las 
condiciones económicas de Marisol, en su condición de ama de 
casa, no fueron respaldadas con medios de convicción que 
acrediten el cuantioso apoyo económico que dijo haber 
recibido de sus hermanos con tal propósito, pues no coinciden 
en tiempo con la fecha del pago y, más bien, muestran que tales 
giros apoyaban su manutención y la de su madre y estaban 
destinados a la realización de los encargos de sus parientes, 
pero no que estuvieran destinados a perfeccionar la 
compraventa. 
 

b) Julio César Espinosa González. 
 
En su contestación sostuvo que “con su labor de oficial de 
construcción ha venido ahorrando lo suficiente para adquirir su 
vivienda, además de que sus familiares le han contribuido 
económicamente para ello". De tal forma que, para revestir de 
veracidad su dicho, tenía la carga de acreditar la existencia de 
esos ahorros y la ayuda económica de sus hermanos, así como 
la manera en que hizo entrega de tales dineros a la vendedora 
para satisfacer el precio de la compraventa. 
 
Durante su declaración en la audiencia inicial sostuvo: 
 

“fecha exacta no porque yo soy de las personas que no 
recuerdo, hay cosas a las que uno no le para bolas de 
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fechas, no me ha parecido muy interesante aprenderme 
la fecha, valor sí … como en cincuenta y dos ochocientos 
y pico, no sé, yo creo que es por ahí más o menos, pero la 
fecha más exacta no … cuándo, … me parece que fueron 
como dos o tres días después de adquirir el inmueble, que 
de una vez se abonó, yo di como cincuenta, quedé 
debiéndole como dos millones y como ochocientos y pico, 
eso fue como a los dos o tres días de adquirir el inmueble  
… efectivo … yo antes pagaba $200.000, pagaba 250, de 
todas formas ellos, los incluyo a los dos, que véngase 
pa’ca que nosotros le colaboramos, páguenos cualquier 
cosa, nos da lo que usted quiera, ahí fue donde me dio 
más la oportunidad de ahorrar, de que ellos me 
colaboraran en la cuestión de la compra … ”. 

 
Por su parte, en el interrogatorio extraprocesal, Fabiola 
González manifestó con relación al pago: 
 

“Sí señoría, sí me pagaron … como ellos son mis hijos y no 
son ninguno de la calle … yo a mis hijos les vendí eso muy 
barato … a Julio Cesar se puede decir que fue regalado, 
porque la plata que ellos me dieron por eso, tampoco les 
puede uno regalar todo a los hijos, él me dio 50 millones 
de contado …”  

 
La misma vendedora sostendría posteriormente en el 
interrogatorio que se le realizó en este proceso, cuando se le 
preguntó de dónde obtuvieron los dineros sus tres hijos para 
comprar los inmuebles: 
 

“… empezando por mi hijo Julio César, que hace pero 
buenos añitos que él construye edificios, empezando que 
él me construyó, nos construyó eso que en ese entonces 
era de los dos, él fue el que nos construyó ese edificio y 
como bien lo dijo él ... el que era el esposo mío, venía de 
allá y traía su plata y le iba a pagar y él no, no le recibía, 
que le dejara un aguinaldo alguna cosa en dinero y él le 
dijo no tranquilo papá aquí seguimos haciéndole a esto”. 

 
De estas declaraciones se aprecia que los relatos de la 
vendedora y el comprador Julio César fueron inicialmente 
coincidentes, al sostener conjuntamente que parte sustancial 
del precio se pagó en efectivo dos o tres días después de la 
celebración del negocio. Sin embargo, desde la prueba 
extraprocesal ya se advertía cierta debilidad en la versión de la 
vendedora al formular expresiones tales como “se puede decir 
que fue regalado”, afirmación que vino a explicar al momento 
de declarar en este asunto al precisar que el pago de Julio César 
corresponde a que él construyó el edificio y no cobró, es decir, 
al pago de una deuda, tesis completamente diferente a lo 
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declarado en la escritura pública y a lo sostenido inicialmente 
por las partes. 
 
Esa falta de consistencia en cuanto al pago del precio por parte 
de Julio César, se corroboró con la contestación de Jimmy, 
algunas pruebas testimoniales y con los documentos 
financieros aportados. 
 
Así, en la contestación de Jimmy Espinosa se indicó que "HIDAL 
ESPINOSA QUINTERO y GLORIA PATRICIA GIRALDO ARANGO 
han recibido dineros por parte del señor EULISES ESPINOSA 
GONZALEZ, con el fin de contribuir económicamente en la 
adquisición de viviendas de JULIO CESAR, MARISOL y mi 
poderdante”. 
 
Al respecto, obsérvese que, con relación al pago del precio y la 
capacidad económica de Julio César, Gloria Patricia Giraldo 
Arango indicó:  
 

“Soy la esposa de Julio César Espinosa … tengo 
conocimiento que doña Fabiola le vendió a los hijos … 
en el 2016, hace como 2 años … porque mi esposo 
compró unos apartamentos a ella … cincuenta y dos 
millones ochocientos … de su trabajo, él es constructor 
… en dinero efectivo, él empezó a pagarle como en el 
2016 y terminó cuando hicieron las escrituras ahorita 
en el 2017 … yo no sé … mi esposo tenía el dinero en la 
casa pero yo no sé cuándo el sacaba para pagar …  yo 
sé que a él le va muy bien, económicamente pues 
vivimos muy bien, pero yo no le sé decir exactamente el 
ingreso de él … él siempre ha ahorrado en la casa 
porque a él nunca le han gustado los bancos”. 

 
Por su parte, Hidal Espinosa Quintero sostuvo: 
 

“El señor Israel Espinosa es tío mío … doña Fabiola es 
esposa de don Israel y a la vez madrina mía … por el 
momento no sé de la simulación de las escrituras, yo sé 
que yo si recibía unos dineros para entregarle a ellos, 
pero no sé … yo sé que ella tenía un inmueble en Asturias 
… ella los vendió, creo que se iba a ir a Estados Unidos, 
no se sinceramente si ya les canceló o no … Julio César es 
constructor … él vive en uno de los apartamentos de 
Asturias … Ulises … él me ha puesto plata a mí y yo le he 
retirado para entregar … él me consignaba a mí y a 
varias personas para entregárselo a doña Fabiola y a 
Marisol … había que entregárselos a ellas … hay veces 
que mandaba 5, 4, 6, depende … en cuatro o cinco 
oportunidades … no se cuánto es el ingreso, pero sí sé que 
a él le va bien … a ella le mandan dinero y … se reclamaba 
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en Bancolombia y se le entregaban a Doña Fabiola … y a 
Marisol, a ambas” 

 
De entrada, debe advertirse que la versión de Jimmy y los 
testimonios de Gloria e Hidal no concuerdan. Obsérvese que 
según Julio César él pagó prácticamente todo el precio de los 
inmuebles dos o tres días después de adquirir el inmueble, 
pero según su esposa eso fue entre el 2016 y el 2017, es decir 
en un lapso más extenso y; si dicha compraventa ascendió a un 
poco más de 52 millones, de los cuales Julio César pago 50 en 
efectivo, entonces no resulta lógica la afirmación de Jimmy de 
contribuir económicamente para su compra, pues lo restante 
era mínimo y, menos aún si, como lo manifestó Gloria, a Julio le 
va muy bien económicamente pues, si eso es así entonces no 
había necesidad de contribución.   
 
Ahora bien, contrastadas tales versiones con los documentos 
financieros, se aprecia que obra como prueba un certificado de 
transferencia internacional a nombre de Gloria Patricia Giraldo 
Arango por 2.928 dólares40, sin embargo la fecha de la 
operación es del 3 de octubre de 2017, es decir casi 10 meses 
después de la compraventa y por una suma de dinero que 
claramente excede el saldo del precio según la versión de Julio 
César, luego no se considera que tenga relación alguna con el 
pago de la compraventa. 
 
También se observan los extractos de la cuenta de 
Bancolombia No 1210061980 a nombre de Hidal Espinosa 
Quintero desde diciembre de 2015 hasta septiembre de 
201741. De ellas, se aprecia que comprenden multiplicidad de 
pequeños depósitos que no superan los $100.000, múltiples 
retiros de sumas que no superaron los $600.000 y dos 
depósitos locales cuantiosos por 55 y 30 millones de pesos, sin 
embargo dichos valores no tienen relación con el pago del 
precio analizado porque lo que se dijo es que el papel de Hidal 
fue recibir giros internacionales de 4 a 6 millones de pesos. Los 
extractos reportan solamente dos giros internacionales, uno 
por  $8’653.834 del 7 de enero de 2017 y el otro por $7’880.383 
del 10 de febrero del mismo año, los cuales no coinciden 
temporalmente con la versión de pago de Julio César, pues 
ninguno de ellos corresponde a los dos o tres días después de 
la celebración de la compraventa. 
 
En nuestro contexto social es razonable inferir que los ingresos 
de un oficial de la construcción son insuficientes para ahorrar, 
al menos para lograr una reserva tal que le permita efectuar la 
compraventa en bloque de dos inmuebles en un lapso que, 
según Julio César, fue de aproximadamente 2 o 3 años desde 

                                        
40 Ibidem página 384. 
41 Ibidem páginas 386 a 405. 
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que se trasladó al apartamento 201 en arriendo, momento a 
partir del cual tuvo la oportunidad de ahorrar para la compra.  
 
Además, la insuficiencia de capacidad económica se refuerza 
con la manifestación de Fabiola González que dio cuenta de su 
inestabilidad laboral al indicar “él me va abonando cuando él 
consigue sus empleos”, pero sobre todo con la conducta 
procesal del propio demandado Julio César quien, mediante 
escrito del 18 de diciembre de 2017, manifestó bajo la 
gravedad de juramento que no se hallaba en capacidad de 
atender los gastos del proceso sin menoscabo de lo necesario 
para su propia subsistencia y la de su familia y, por ello, solicitó 
amparo de pobreza que le fue concedido mediante auto del día 
siguiente42, Obsérvese que esta manifestación es del mismo 
año de celebración e la compraventa y contrasta radicalmente 
con el dicho de su esposa, quien el 27 de agosto de 2018 
manifestó que económicamente a él le iba muy bien, que ellos 
vivían muy bien. 
 
En suma, la tesis de la capacidad económica y del pago en 
efectivo de casi todo el precio de la compraventa no se 
demostró y, por el contrario, las declaraciones de parte, las 
pruebas testimoniales, documentales y la conducta procesal de 
Julio César permiten inferir razonable y seriamente que carecía 
de la capacidad económica para la realización del negocio y que 
no tuvo lugar el pago en las condiciones manifestadas. 
 

c) Jimmy Espinosa González. 
 
En su contestación manifestó que ha laborado toda la vida y ha 
ahorrado para invertir y para respaldarlo se aportó copia de la 
escritura pública 102 del 26 de enero de 2017 de la Notaría 2 
de Itagüí, a través de la cual adquirió por compraventa un 
apartamento por valor de 25 millones de pesos43.  
 
Tal documento es insuficiente por sí solo para acreditar su 
capacidad de pago y la solución efectiva del precio de la 
compraventa celebrada con su madre porque tal documento 
analizado en conjunto con otras pruebas, contradicen tal 
argumento. 
 
Así, la vendedora Fabiola González sostuvo el 4 de octubre de 
2017, en interrogatorio extraprocesal ante el Juzgado segundo 
Civil Municipal de Itagüí: 
 

“… a Álvaro, en este momento pues no tengo muy claro, 
también fue muy barato pero no tengo muy claro en 
cuanto fue que se vendió … sí señor, eso fue más de 

                                        
42 Ibidem páginas 476 a 480. 
43 Ibidem páginas 562 a 573. 
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setenta sí me pago, aclaro señoría, que aún él todavía me 
está acabando de pagar … cuando él puede me manda 2, 
3 milloncitos 4, lo que él pueda, lo que vaya él recogiendo 
porque él allá no tiene un trabajo estable en una sola 
parte … no, él me dio por adelantado por ahí 50 porque 
él si lleva un poco de años viviendo en los Estados Unidos, 
entonces él mandaba y yo le tenía una platica, de esa me 
la dio, como no alcanzó para acabarme de pagar … como 
me quedo debiendo cerca de veinte y pico de millones me 
los ha ido pagando, unas veces 2 otras veces 4 pero eso 
no me lo manda mensual … no recuerdo bien porque no 
me ha dado todo eso junto, él me manda cada 3 meses, él 
también tiene sus gastos allá, él también tiene que pagar 
en dónde vivir porque él allá no tiene una casita ni nada 
… para qué voy a mentir diciendo que sí que voy a traer 
y no voy a traer … él me manda a veces me manda en 
nombre de él, como él allá es trabajador independiente 
… cuando me manda 1 millón 2, o cosas así, me los manda 
personalmente en nombre de él, cuando se pasa de 2 o 3, 
algo así, a los otros 2 o 3 meses entonces ya me manda 
con otras personas, ya sea con Gloria Patricia Giraldo, 
con Rubén Darío Giraldo Arango … esos giros me llegan 
a mí de Álvaro por intermedio de otras personas … yo, 
para empezar señoría, yo no confío en los bancos… yo 
guardaba plata en la casa, a mí alguien me aconsejó que 
a uno lo atracan en la casa … mi plata la tengo guardada 
y no tengo por qué decir quién me la tiene o dónde me la 
tiene, reserva del sumario …” 

 
Más tarde, en la audiencia inicial del 27 de agosto de 2018, la 
misma vendedora sostuvo con relación al pago de precio: 
 

“yo tengo todo eso apuntado en un cuaderno en la casa 
… yo no recuerdo, yo tengo es todo eso apuntado … yo 
del dinero que recibí de venta de lo que ellos me 
pagaron, mis hijos, yo he viajado a Nueva York, allá 
tengo como 5 nietos, yo viajo, me voy para Orlando, 
Nueva York … y la plata se va rebajando … a mí me 
gusta comer bien, yo soy mujer de restaurante … vestir 
bien también me gusta y yo no soy de las que fio … si yo 
tengo con qué comprar … ¿no es mi plata pues? … el 
dinero ni a usted ni a ninguno yo le diría … yo no le digo 
a nadie ni dónde lo tengo ni dónde lo tienen … digo 
entera satisfacción porque si alguno me debe algunos 
pesitos de ellos, ellos son mis hijos y ellos me van 
pagando, yo a ellos no les hice firmar nada …  yo con mis 
hijos toda la vida me la he ido muy bien … yo por eso a 
ellos no les dije fírmenme un papel … usted me queda 
debiendo o no me queda debiendo, yo confié en ellos … 
si alguno me debe … los poquitos, ahí me va llegando 
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poquito, acabándome de pagar, si quieren me dan y si 
quieren no…” 

 
Las versiones de la vendedora son contrarias a lo estipulado en 
la escritura de compraventa, donde se indicó que el precio se 
pagó al momento de la firma de la escritura y que la vendedora 
lo recibió a entera satisfacción. 
 
Además, sus versiones adolecen de falta de solidez, pues la 
confianza en que dice haber fundado el negocio, en virtud de la 
cual se abstuvo de pedir a sus hijos la firma de cualquier 
documento y si quieren le pagan, no coincide con el dicho de 
llevar sus cuentas de lo pagado en un cuaderno como 
insistentemente lo indicó en respuesta a su interrogatorio en 
este proceso, pero especialmente carece de respaldo, pues no 
aportó el cuaderno. 
 
Tampoco resulta consistente la versión de pago que explica en 
la confusión de los dineros recibidos por transferencias de su 
hijo Jimmy, que más tarde se convertirían en parte del precio. 
Particularmente, porque al apreciar los documentos 
financieros aportados, se observa que solamente se 
suministraron 4 soportes relacionados con transferencia de 
divisas: i) el certificado de transferencia internacional de 
Davivienda a su nombre, por $ 1’681.886, del 28 de agosto de 
201744, es decir con posterioridad a la celebración de la 
compraventa; ii) el certificado de declaraciones de cambio de 
Bancolombia del 18 de octubre de 2017, a su nombre45, según 
el cual  hubo cuatro operaciones por un total de 8197,88 
dólares, dos de ellas anteriores a la fecha de celebración de la 
compraventa y las otras dos posteriores; iii) el certificado de 
declaraciones de cambio de Bancolombia del 18 de octubre de 
2017, a nombre de Rubén Darío Giraldo Arango46, conforme al 
cual recibió 2.049,57 dólares el 30 de septiembre de 2016 y; 
iv) el certificado de transferencia internacional de Davivienda 
a nombre de Gloria Patricia Giraldo Arango, por $3’012.004, 
del 3 de octubre de 201747, 
 
Como se puede apreciar, antes de la compraventa solamente se 
demostraron 2 giros de divisas que suman 3.982,93 dólares, 
suma que, convertida a la tasa de cambio representativa del 
mercado (TRM) para la fecha de la compraventa48, asciende a 
$11’677.990, luego no se aproxima a los 50 millones de pesos 
que la vendedora dijo haber recibido al momento de la 
celebración del contrato. 

                                        
44 Ibidem página 426, ya citado. 
45 Ibidem página 428, ya citado. 
46 Ibidem página 446, ya citado. 
47 Ibidem página 384, ya citado. 
48 $2932,01 según https://www.banrep.gov.co/es/estadisticas/trm  

https://www.banrep.gov.co/es/estadisticas/trm
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En el mismo sentido, los demás valores transferidos, arrojan 
6.264,53 dólares que convertidos con la TRM del día del último 
giro49 ascienden a $18’476.166 y, sumados con el valor en 
pesos recibido por Gloria Patricia, arrojan un total de 
$21’488.170. 
 
En consecuencia, no hay prueba demostrativa del pago efectivo 
del precio estipulado en los términos de la escritura, ni por 
monto ni por fecha y, al respecto juega en contra de la tesis del 
demandado la propia escritura arrimada al expediente para 
acreditar su capacidad económica, pues si su caudal de 
recursos era tal que alcanzaba para efectuar la compra que 
aquí se discute, presuntamente realizada el 25 de enero de 
2017, entonces es difícil entender con qué se atendió la 
compraventa realizada al día siguiente por valor de 
$25’000.000, mediante el referido instrumento. 
 
De tal manera, no tiene respaldo la versión de que Jimmy 
Álvaro había remitido suficientes recursos dinerarios para la 
fecha de la compraventa por parte de su madre, al punto de 
haber pagado en efectivo la totalidad del precio o al menos 50 
millones como manifestó la vendedora y, los escasos recursos 
girados en favor de su madre y de terceros no precisan su 
destinación, así como tampoco lo precisaron la vendedora, ni 
los intermediarios, es decir, no se demostró que tales sumas de 
dinero tuvieran como propósito solucionar el valor pactado de 
la compraventa. 
  
Adicionalmente, la versión de la propia vendedora evidenció la 
inestabilidad laboral del comprador, haciendo ostensible su 
falta de capacidad económica 

 
5.4 Ausencia de entrega material y permanencia de vendedora en 

uno de los inmuebles.  
 
Se aprecian contradicciones sobre la permanencia en el bien por parte 
de Fabiola González. 

 
Así, en la contestación a la demanda Marisol afirmó que "FABIOLA 
GONZALEZ está viviendo en el inmueble, mientras termina el proceso 
judicial de familia, toda vez que como hija le está brindando techo"; 
por su parte, en la contestación de Julio César indicó que "Fabiola se 
encuentra viviendo en Estados Unidos. Quien vive en ese inmueble 
descrito es precisamente su dueña actual, es decir, la señora Marisol 
Espinosa González". 

 

                                        
49 $2949,33 en la misma fuente. 
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Al respecto, el testigo Gustavo León Betancur indicó que Fabiola 
González vivía en la dirección del edificio vendido, Evelyn Cardona 
dijo que vivía en Estados Unidos, que por los problemas de las 
demandas se quedaba con Marisol Espinosa, Gloria Patricia Giraldo 
e Hidal Espinosa expresaron que vivía en Estados Unidos y Rubén 
Darío Giraldo también lo afirmó, pero precisando que por el 
momento vivía con él y Marisol por los procesos. 
 
Lo más curioso del asunto es que, al cierre de la declaración 
extraprocesal del 4 de octubre de 2017, la propia Fabiola afirmó, 
refiriéndose a Marisol Espinosa González:  
 

“… ella conmigo personalmente no vive, porque ella vive ahí 
en San José a dos cuadras arribita de la iglesia, yo estoy en el 
barrio Asturias … pero sí, ella viene diario a mi casa, si yo 
tengo que tener citas, porque tengo que ir al seguro …” 

 
Obsérvese que para la fecha de dicha declaración, ya habían 
trascurrido casi 10 meses después de la celebración de la 
compraventa y la entrega que los contratantes manifestaron en las 
escrituras no fue tal, particularmente, respecto del apartamento 101 
a Marisol, pues Fabiola continuó viviendo en el mismo, hecho 
indicativo de que tal suceso nunca aconteció. 
 
No se demostró que la vendedora hubiese modificado su lugar de 
residencia luego de la venta, si bien se indicó que su intención era 
radicarse en EEUU y que si no lo hacía se debía a la existencia de los 
procesos judiciales, no se acreditó por ningún medio de convicción 
cuál sería su proyecto de vida en dicho país, cuándo viajaría, donde 
residiría u otras condiciones de la vida que planeaba una vez 
efectuada la venta. Además, luego de surtirse la audiencia inicial, no 
se aprecia medio de convicción que demuestre que efectivamente 
Fabiola González se radicó en otro país, luego, la excusa de mantener 
su domicilio por la existencia del proceso no tiene asidero. 
 
Tampoco hay prueba de la entrega a los demás compradores, las 
versiones al respecto también fueron contradictorias e imprecisas. 
En su interrogatorio, Fabiola dijo que no recordaba cuándo hizo 
entrega material de los inmuebles; respecto del apartamento 201 a 
Julio César indicó que él “ha vivido desde que empezó el proceso”, 
versión que se contradice con la declaración de Julio César que dijo 
que lo habitaba hace “2 años y medio o 3 más o menos. Vivo antes de 
este problema” y también precisó que efectuada la compraventa nada 
se formalizó ante las agencias de arrendamiento para ceder el 
contrato de administración y; con relación a Jimmy, los demandados 
coincidieron en que vive en Estados Unidos, pero nada precisaron 
respecto de la entrega material, ni allegaron prueba alguna de tal 
supuesto. 
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Conforme a lo anterior, no hay argumento plausible para la 
permanencia de la compradora en uno de los inmuebles, ni hay 
medios demostrativos de la entrega material efectiva de los mismos 
a los compradores, por el contrario, todo evidencia que la 
administración y manejo de los inmuebles se mantuvo inalterada a 
cargo de Marisol, quien rendía cuentas a su mamá y a su papá hasta 
el momento en que comenzaron las discusiones familiares al 
respecto y, en adelante lo siguió haciendo, tan es así, que el mismo 
Julio César no supo dar cuenta del arrendamiento 302 y se excusó en 
que por la confianza todo lo manejaba su hermana. 
 
El testigo Gustavo Betancur indicó que padres e hijos vivían en el 
edificio y para el momento de la declaración lo hacían con la Fabiola 
González y; en el mismo sentido, Evelin Johana Cardona Espinosa, 
nieta de José Israel y Fabiola, hija de Marisol y sobrina de Julio César 
y Jimmy Álvaro, relató que antes de la construcción del edificio la 
familia completa vivían en una casa vieja, luego se trasladaron a otra 
casa y después de la construcción todos empezaron a vivir en lugares 
diferentes pero “prácticamente en el mismo edificio”. De tal forma, 
está demostrada la convivencia residencial de las partes del proceso 
de antaño, no solo en el inmueble que es objeto del proceso sino 
incluso en otros que le antecedieron y no obra prueba que demuestre 
que actualmente residan como consecuencia de la compraventa ni de 
la entrega material con ocasión de la misma. 
 
En tales términos, son más y más fuertes las probanzas que señalan 
la ausencia de entrega material a los compradores y muy débiles las 
afirmaciones de los demandados al respecto, sobre todo 
considerando la máxima según la cual a nadie le es dable fabricar su 
propia prueba, aseveraciones con evidentes imprecisiones y 
contradicciones. 
 
5.5 Ausencia de necesidad de disposición y de propósito.  
 
Es natural que quien contrata lo haga motivado por la satisfacción de 
ciertas necesidades económicas, aunque no siempre de carácter 
primario, poder adquirir riqueza o al menos conservarla y atender las 
necesidades de la vida diaria. En este caso, no hay un relato coherente 
de parte de la pasiva en cuanto a la necesidad de la vendedora de 
transferir sus bienes, no hay evidencia de urgencia, necesidad o 
deudas que lo justificaran. 
 
Frente al motivo de la venta, la pasiva sostuvo que se efectuaba para 
realizar el plan de los excónyuges de radicarse en Estados Unidos y 
como sus hijos no tenían casa les propusieron que se los vendieran a 
ellos a un precio cómodo. Sin embargo, no se demostró que realizada 
la venta los exesposos hubiesen cumplido tal propósito, por el 
contrario, Fabiola permanece en el país, residiendo en uno de dichos 
apartamentos. 
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Gran duda deriva de la escasa retribución económica que implicaron 
los contratos para la vendedora, puesto que se desprendió 
simultáneamente de la mayoría de sus propiedades (8 bienes 
inmuebles), por una cantidad de dinero irrisoria y, a pesar de ello, 
manifestó tener un estilo de vida que implica y requiere 
considerables gastos por viajes, vestido, comida y regalos en los que 
no repara. Esa postura fue respaldada por Marisol Espinosa, quien 
declaró que su mamá “gasta que da miedo … mucha plata, sale mucho 
y viaja mucho, se va de ciudad en ciudad y cuando ha ido a Estados 
Unidos gasta demasiada plata” y; en el mismo sentido se pronunció 
Julio César, indicando que su mamá vive muy bueno porque tiene 
hijos acomodados que le colaboran. 
 
Circunstancia que genera mayor sospecha cuando se afirma que la 
vendedora depende económicamente de los arriendos de los 
apartamentos. Así lo sostuvieron Hidal Espinosa, Julio César, Marisol  
y la misma Fabiola González quien, al preguntarle sobre sus fuentes de 
ingresos afirmó “me quedó la plata que recibí de ellos” y al cuestionarla 
si percibía pensión informó que recibía un subsidio de la pensión de 
su excónyuge pero no volvió a recibir nada. 
 
De tal manera que si los gustos y el estilo de vida de la señora Fabiola 
González se inclinan por suntuosos gastos de dinero en viajes, ropa y 
restaurantes y su motivo para la venta consistió en radicarse en 
Nueva York, se cuestiona la Sala sobre la real necesidad de disponer 
de gran parte de patrimonio por un precio exiguo cuando los frutos 
de los inmuebles constituían la forma de atender su propia 
subsistencia; de tal forma no se aprecia lógica la posición indiferente 
frente al pago completo del precio. Resáltese que, la señora Fabiola 
González indicó que quedó con un apartamento en San José que, 
según liquidación de sociedad conyugal fue distribuido entre los 
cónyuges por partes iguales50. 
 
Además, no se explicó ni se probó cómo viviría la señora Fabiola 
González en Nueva York con el solo producto de la venta de los 
apartamentos, nótese que brilla por su ausencia cualquier plan de 
inversión con el dinero de la venta o acerca de cómo subsistiría con 
su manera de vivir una vez se agotara el dinero recibido por la venta. 
En definitiva, no se evidencia una necesidad cierta que justificara la 
venta. 
 
También es usual que las personas programen la destinación de sus 
activos, de tal forma que, desacreditado el plan de cambio de 
domicilio al extranjero, no obra prueba de la destinación de los 
recursos presuntamente recibidos por la compraventa, no hay 
evidencia de que se hubieran invertido y la conducta procesal de la 
vendedora impidió verificar el verdadero ingreso y destino del precio. 
Reiterativamente se opuso a explicar en dónde estaban los dineros, 

                                        
50 Ibid. Páginas 570-573 
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bajo pretexto de ser asunto personal, reserva del sumario y por 
seguridad, desconociendo que lo que se debate en este proceso es 
precisamente la veracidad de tal negociación e, incluso, aseveró tener 
cuentas en un cuaderno que no exhibió. 
 
5.6 Disposición sustancial del patrimonio en un solo momento.  
 
Con las compraventas controvertidas, la vendedora transfirió 
prácticamente la totalidad de su patrimonio en un solo día, mediante 
escrituras públicas sucesivas. Actuar insólito si se tiene presente que 
no se acreditó un propósito lucrativo ni evidencia de apuros 
económicos y se desvirtuó el proyecto de traslado a Estados Unidos. 
 
En este caso la vendedora se deshizo de la mayoría del patrimonio 
social a su nombre sin justificación alguna y las demás pruebas 
referidas indican que tal negociación se presentó oportuna y 
conveniente frente a los problemas conyugales evidentes, la 
discordia y controversia que generaba la administración de los 
inmuebles y la proximidad de la disolución de la sociedad conyugal, 
lo cual explica la premura de la venta evidenciada en la tutela  
interpuesta contra la Oficina de Catastro para lograr materializarla. 
 
5.7 Conducta procesal del extremo pasivo.  
 
Es indicio de simulación el secreto negocial y por ende la oscuridad 
de la huella de la voluntad real de los contratantes, por ende, 
constituye obvia conducta defensiva aquella dirigida a acreditar la 
veracidad del acuerdo de voluntades. 
 
La actitud defensiva de la parte demandada no solo fue débil, poco 
contundente y carente de respaldo probatorio que demuestre con 
suficiencia las circunstancias particulares de la enajenación, sino 
que, como se ha expuesto, envuelve contradicciones e imprecisiones 
en aspectos de gran trascendencia como la entrega material, el precio 
y su pago efectivo, la capacidad económica de los compradores y la 
necesidad de disposición del patrimonio por la vendedora. Falta de 
diligencia probatoria que deriva en otra señal del concierto 
simulatorio. 
 
Los medios de prueba reseñados indican con gravedad, 
concordancia y convergencia el concierto simulatorio en los negocios 
jurídicos plasmados en las escrituras públicas 88, 89 y 90 del 25 de 
enero de 2017, al punto de concluir que ni siquiera tuvieron un 
negocio subyacente. 
 
Los indicios en su conjunto, dan cuenta de que la voluntad real de las 
partes no fue la de enajenar los bienes inmuebles referidos, sino 
procurar convenientemente la sustracción de ellos como parte 
integral de la sociedad conyugal por liquidar. 
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En suma, la conjunción de los indicios relacionados, permite a la Sala 
acoger el reparo del demandante y concluir probada simulación 
absoluta, sin que sea necesario referirse al segundo reparo de la 
parte actora, consistente en la demostración de la nulidad absoluta, 
pues se trata de una pretensión subsidiaria. 
 
5.8 Excepciones. 

 
Los argumentos expuestos para acreditar la simulación, se 
consideran suficientes para desechar las excepciones propuestas 
frente a dicha acción, en concreto, las denominadas inexistencia de 
simulación y ausencia de los elementos legales de la acción de 
simulación. 
 
Conforme a la doctrina reciente de la Sala de Casación Civil, la 
titularidad de la acción de simulación respecto de negocios que 
involucran bienes sociales proviene de la existencia misma de la 
sociedad, que surge con el matrimonio, y de la indebida 
administración de los mismos.  
 
En este caso se argumentó con detalle que José Israel Espinosa se 
encontraba legitimado para promover la demanda con pretensión 
simulatoria, pues acreditó condición de cónyuge al momento de 
instaurar la demanda y las pruebas recaudadas acreditan que las 
compraventas realizadas mediante escrituras públicas 88, 89 y 90 
del 25 de enero de 2017 de la Notaría 23 de Medellín fueron 
absolutamente simuladas, circunstancia que demuestra el manejo 
irresponsable de los bienes sociales por parte de la cónyuge 
demandada e, implica la prosperidad de la acción para la 
recomposición del patrimonio del haber social. Por consiguiente, las 
excepciones de mala fe del demandante, buena fe de los demandados, 
falta de legitimación en la causa por activa para promover la 
simulación e inexistencia de frutos civiles en favor del demandante 
están llamadas al fracaso. 
 
Tampoco encuentra asidero la defensa consistente en la supuesta 
incompatibilidad de la nulidad absoluta y la simulación absoluta 
porque el artículo 88 del CGP autoriza la acumulación de 
pretensiones cuando se formulan ante el juez competente, bajo un 
mismo procedimiento y se formulan de manera subsidiaria, pues fue 
al amparo de dicha norma que se formularon tales pedimentos en la 
demanda, luego, no se aprecia defecto al respecto y menos aún con la 
capacidad de truncar la prosperidad de lo pedido de manera 
principal. 
 
En definitiva, se revocará la decisión de primer grado y se declarará 
la simulación absoluta de las ventas, a fin de que los inmuebles 
vuelvan a ingresar al patrimonio de la sociedad conyugal 
conformada por José Israel Espinosa y Fabiola González. 
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Por sustracción de materia, no hay lugar a considerar los medios 
exceptivos contra las pretensiones subsidiarias de nulidad absoluta 
y lesión enorme. 
 
5.9 Frutos civiles. 
 
La declaratoria de simulación genera la procedencia de 
reconocimiento de prestaciones mutuas, como el reconocimiento de 
frutos que han sido aceptados por la jurisprudencia civil, aun cuando 
no existe norma expresa que los prevea: 
 

“… por razones de equidad, por analogía de conformidad con 
el artículo 8° de la Ley 153 de 1887 y por la generalidad de las 
disposiciones sobre prestaciones mutuas, que son siempre 
aplicables a los casos en que un poseedor vencido debe 
entregar la cosa a quien le corresponde, a lo que el legislador 
ha diseñado para los casos de nulidad, reivindicación y 
rescisión”51. 

 
De lo anterior se desprende que en los juicios de esta naturaleza debe 
evaluarse, luego de establecer el concierto simulatorio, lo relativo al 
reconocimiento y liquidación de frutos.  
 
El artículo 71752 del Código Civil en concordancia con el artículo 
96453 de la misma codificación, señala que los frutos civiles se 
entienden percibidos “desde que se cobran”, de tal manera que, para 
que salga avante la restitución de frutos es necesario que exista certeza 
de que frente a quien se reclaman tenga la obligación de restituirlos, lo 
que supone acreditar que los mismos se hubieran efectivamente 
percibido o que, al menos, ello hubiera sido posible. 
 
Milita en el expediente prueba documental que permite establecer 
que, los inmuebles 302 y 402 del Edificio para el mes de junio de 2016 
produjeron cánones de arrendamiento, pues se allegaron facturas de 
venta de inmobiliarias que dan cuenta de ello54. 
 
Además, reposa certificado de Arrendamientos Universal S.A. que 
certifica que el apartamento 401 producía canon de arrendamiento 

                                        
51 CSJ Cas. Civ. Sent. Mar.11/2010 
52 ARTICULO 717. <FRUTOS CIVILES>. Se llaman frutos civiles los precios, pensiones o cánones de 
arrendamiento o censo, y los intereses de capitales exigibles, o impuestos a fondo perdido. 
Los frutos civiles se llaman pendientes mientras se deben; y percibidos desde que se cobran. 
53 “ARTICULO 964.  El poseedor de mala fe es obligado a restituir los frutos naturales y civiles de la cosa, 
y no solamente los percibidos sino los que el dueño hubiera podido percibir con mediana inteligencia y 
actividad, teniendo la cosa en su poder. 
Si no existen los frutos, deberá el valor que tenían o hubieran tenido al tiempo de la percepción; se 
considerarán como no existentes lo que se hayan deteriorado en su poder. 
El poseedor de buena fe no es obligado a la restitución de los frutos percibidos antes de la contestación 
de la demanda; en cuanto a los percibidos después, estará sujeto a las reglas de los dos incisos 
anteriores. 
En toda restitución de frutos se abonarán al que la hace los gastos ordinarios que ha invertido en 
producirlos”. 
54 Ibid página 627; 638 
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para el año 201855 y, certificado de Arrendamientos Lonja 
Inmobiliaria del Sur del 13 de junio del mismo año, del cual se 
desprende igual situación respecto de los apartamentos 301, 202, 
402 y 302. 
 
De tales pruebas documentales, se logra evidenciar los valores que se 
percibían por concepto de cánones de arrendamiento para periodos 
puntuales, 2016 y 2018, empero, no se puede establecer con certeza 
quienes percibieron los cánones, a qué título, los límites temporales de 
percepción de tales frutos y si los inmuebles se arrendaron de manera 
continua e ininterrumpida. 
 
Obsérvese que, las facturas de venta No 1481, 2832 y 2833 de la Lonja 
Inmobiliaria Sur y el comprobante de egreso No 7904 de Misión & Visión 
Inmobiliaria , se encuentran expedidas a nombre del demandante José 
Israel Espinosa respecto de los apartamentos 302  y 40256, el certificado 
de Arrendamiento Universal S.A., hace constar que la señora Marisol es 
la propietaria respecto del apartamento 40157 y el expedido por la Lonja 
Inmobiliaria anota igual condición de la señora Marisol en relación a los 
apartamentos 202, 301, 302 y 402, sin que se especifique que haya sido 
esta última quien usufructuara los inmuebles. 
 
El demandante depuso que le quitaron los arriendos, Fabiola aceptó que 
el José Israel dejó de recibir los frutos, en interrogatorio extra procesal 
señaló que sus hijos encomendaron a Marisol para que recibiera los 
arrendamientos; Marisol indicó que ella recogía el canon de 
arrendamiento y entregaba la mitad a su madre y la otra a su padre, sin 
embargo, José Israel le solicitó que no le volviera a gestionar, por lo que 
lo condujo hasta la agencia e instruyó para que su recibiera directamente 
la mitad; Julio Cesar señaló que su hermana Marisol gestionaba lo 
relacionado con el contrato de arrendamiento de su apartamento, sin 
tener mayor conocimiento de la agencia que lo administraba, agregando 
que nunca se realizó cesión del contrato de administración; por su parte, 
Gloria Patricia Giraldo, quien adujo ser compañera sentimental de Julio 
Cesar, señaló que Marisol recibía los dineros y se los entregaba a cada 
quien y seguidamente manifestó “la verdad no sé”. 
 
Del acervo probatorio en mención emerge que, no es posible estimar la 
explotación continua e ininterrumpida de los frutos civiles que se 
reclaman, menos aún, se encuentra mediana certeza acerca de quien o 
quienes se beneficiaron de los cánones de arrendamiento que producían 
los bienes, pues, aunque las versiones coinciden en que los recibía y 
administraba Marisol, no se puede determinar quién fue el destinatario 
final de los recursos y a qué título, es decir, la persona que se benefició 
de los frutos civiles que produjeran los inmuebles u obligado a restituir. 
Agregándose que, tampoco puede deducirse el tiempo durante el cuál los 
apartamentos se encontraban arrendados. 

                                        
55 Ibid. página 756 
56 Ibid. páginas 626, 628, 630 y 638 
57 Ibid. página 756 
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Es que, para efecto del reconocimiento de frutos, deben estar éstos 
plenamente demostrados no solo en cuanto a su causación, sino que 
lógicamente, debe existir certidumbre sobre quién es el obligado a la 
restitución de lo efectivamente percibido, como se anotó, no es posible 
determinar el tiempo en el que Marisol fungió como administradora de 
los bienes, ni de haber realizado la distribución del producto de los frutos 
entre su familia, la forma cómo realizó la repartición, a fin de determinar 
el responsable de restituir los frutos al reclamante. 
 
Se destaca que algunas unidades inmobiliarias han sido ocupadas por 
miembros del núcleo familiar. En efecto, se puede extraer de las 
versiones rendidas que, en su momento, el apartamento 101 fue 
ocupado por el señor José Israel, quien decidió abandonarlo, inmueble 
que también fue habitado por la señora Fabiola junto con su hija Marisol, 
Julio Cesar habita el 201 y Evelyn Cardona, nieta de los ex cónyuges, 
reside en el local; en consecuencia, estos inmuebles no fueron explotados 
para renta sino usados para la propia habitación de la familia como lo 
hacen por costumbre. 
 
Destinación que además fue ratificada por los testigos, Evelyn Cardona 
adujo que la idea de los ex cónyuges era que en el edificio permaneciera 
en la familia; a su turno, el señor Gustavo León Betancur Londoño 
manifestó que conocía a la Familia Espinosa González muchos años atrás 
como vecino, que el señor José Israel se retiró de la casa, que los hijos 
siempre habían vivido con sus padres y, para el momento de la 
declaración, Julio Cesar y Marisol residían con Fabiola, pues otro de los 
hijos se encontraba en Estados Unidos. 
 
Además, conforme lo advirtió el apoderado del cesionario en los alegatos 
de conclusión, se lee de los certificados de libertad y tradición aportados 
con el dictamen, la realización de diferentes negocios jurídicos 
particularmente, la constitución de fideicomisos civiles que tienen por 
beneficiarios a los mismos miembros de la familia Espinosa González, 
conforme se advierte de los siguientes instrumentos públicos otorgados 
en la Notaría 19 de Medellín: 
 

Apto. Instrumento Público Beneficiarios 
Local 2383 del 22/5/2017  Ingrid Araly Espinosa González 

Fabiola González 
101 2544 del 30/5/2017 Evelyn Johana Cardona Espinosa 

Fabiola González 
202 2384 del 22/5/2017 Eulices Espinosa González 

Jimmy Álvaro Espinosa González 
Fabiola González 

201 2379 del 22/5/2017 Yisel Espinosa Giraldo 
Fabiola González 

301 2501 del 26/5/2017 Juliet Espinosa González 
Fabiola González 

302 2376 del 22/5/2017 Yisel Espinosa Giraldo 
Fabiola González 

401 2502 del 26/5/2017 Fabiola González 
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Apto. Instrumento Público Beneficiarios 
402 2503 del 26/5/2017 Ingrid Espinosa González 

Fabiola González 

 
Las pruebas reseñadas refuerzan la tesis de que el local y los 
apartamentos 101 y 202 no fueron objeto de explotación económica, 
sino que, los mismos siempre estuvieron reservados para la vivienda de 
Fabiola, Marisol y Julio Cesar.  
 
En suma, no se pudo acreditar la causación de frutos civiles que de forma 
certera percibiera uno o algunos de los demandados, sumado a ello, el 
local y los apartamentos 101 y 202 no se explotaron económicamente, 
pues han sido destinados a la vivienda de algunos miembros de la 
familia, como se expuso, razones suficientes para negar el 
reconocimiento de frutos civiles, sin lugar a pronunciamiento sobre los 
cálculos realizados por perito en lo pertinente, pues la tasación 
resultaría irrelevante. 
 

4 SÍNTESIS Y CONCLUSIÓN. 
 

En el caso que se analiza, contrario a lo estimado en la sentencia de 
primera instancia, se acreditaron con suficiencia los indicios que por 
vía jurisprudencial han sido catalogados como indicadores de 
concierto simulatorio en las ventas en las que participaron los 
demandados, en consecuencia, se revocará la decisión del juzgado de 
origen, en su lugar, se declarará la simulación absoluta con el fin de 
recomponer patrimonialmente la sociedad conyugal, advirtiéndose 
la existencia de la cesión de derechos litigiosos del demandante a 
Carlos Eduardo Cardona. Adicionalmente, se negará el 
reconocimiento de frutos por ausencia de prueba frente a su 
causación y del obligado a su restitución. 
 
En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN 
SALA PRIMERA DE DECISIÓN CIVIL, administrando justicia en 
nombre de la República y por autoridad de la ley; 
 

6. RESUELVE. 
 
PRIMERO: REVOCAR la sentencia del 8 de noviembre de 2018 
proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Itagüí, por las 
razones expuestas.  
 
SEGUNDO: DECLARAR la simulación absoluta de los contratos de 
compraventa contenidos en los siguientes instrumentos públicos: 
 
1. Escritura Pública No 88 del 25 de enero de 2017 de la Notaría 23 

de Medellín, donde consta la venta de FABIOLA GONZÁLEZ a 
JIMMY ÁLVARO ESPINOSA GONZÁLEZ de los inmuebles ubicados 
en la Carrera 46 No 46 – 69 apartamentos 401, 402 y 301 de 
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Itagüí, matrículas inmobiliarias No 001-1178393, 001-1178394 y 
001-1178391, respectivamente. 
 

2. Escritura Pública No 89 del 25 de enero de 2017 de la Notaría 23 
de Medellín, donde consta la venta de FABIOLA GONZÁLEZ a 
JULIO CÉSAR ESPINOSA GONZÁLEZ de los inmuebles ubicados en 
la Carrera 46 No 46 – 69 apartamentos 302 y 201 de Itagüí, 
matrículas inmobiliaria No 001-1178392, y 001-1178389 
respectivamente. 

 
3. Escritura Pública No 90 del 25 de enero de 2017 de la Notaría 23 

de Medellín, donde consta la venta de FABIOLA GONZÁLEZ a 
MARISOL ESPINOSA GONZÁLEZ de los inmuebles local ubicado 
en la Carrera 46 No 46 – 65 de Itagüí y en la Carrera 46 No 46 – 
69 apartamentos 101 y 202 de Itagüí, matrículas inmobiliarias No. 
001-1178387, 001-1178388 y 001-1178390, respectivamente. 

 
Ofíciese a la Notaría en mención para que realice las anotaciones 
pertinentes al margen de la escritura pública, así como a la Oficina de 
Registro de Instrumentos Públicos de Medellín, Zona Sur, para que 
cancele las anotaciones en los respectivos folios. 

 
TERCERO: ORDENAR la restitución de los referidos bienes al 
patrimonio de la sociedad conyugal conformada por FABIOLA 
GONZÁLEZ Y JOSÉ ISRAEL ESPINOSA para la liquidación adicional a 
que hubiere lugar, advirtiendo que, JOSÉ ISRAEL ESPINOSA celebró 
cesión de derechos litigiosos con CARLOS EDUARDO CARDONA, 
aceptada mediante providencia del 15 de octubre de 2020. 
 
CUARTO: NEGAR el reconocimiento de frutos. 
 
QUINTO:  ORDENAR la expedición de los oficios que comuniquen el 
levantamiento de las medidas cautelares decretadas en el presente 
proceso. 
 
SEXTO: CONDENAR en costas de ambas instancias a los 
demandados, a excepción de JULIO CÉSAR ESPINOSA GONZÁLEZ por 
amparo de pobreza, fijando como agencias en derecho en esta sede 
la suma de un (1) salario mínimo legal mensual vigente. 
 

NOTIFÍQUESE 
 
 
 

SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ 
Magistrado 
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MARTÍN AGUDELO RAMÍREZ 

Magistrado 
 
 
 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 
Magistrado 

 


